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RESUMEN EJECUTIVO 

 

La Constitución de la República del Ecuador, preceptúa en el artículo 308, inciso 

segundo la prohibición del anatocismo y la usura. Sin embargo, la usura en la 

actualidad se constituye en una práctica generalizada que no es controlada por 

nadie, en la misma medida el anatocismo, que es ejecutado por las entidades 

bancarias o comerciales, quienes de manera inexplicable y por intermedio de sus 

comisiones e intereses abusivos afectan a quienes necesitan de un crédito. La 

usura, es considerada en la mayoría de las legislaciones, como un delito que 

atenta en contra del patrimonio, a través de la exigencia de un interés excesivo 

producto de un contrato de mutuo, sin perjuicio de la existencia de otros contratos, 

los cuales puede mediar un interés excesivo, como acontece con los créditos 

bancarios o las compraventas de bienes muebles a plazo. En el Ecuador, la 

limitada legislación adecuada, permite que este tipo de conductas que abusen de 

la necesidad humana, al igual que lo hacen los bancos y casas comerciales, 

quienes de manera impune, aplican intereses sobre intereses, provocando un 

recargo de los créditos comisiones que de manera abrupta aumentan el valor el 

crédito inicial o del bien adquirido. El delito de usura, tipificado en el Art. 583 del 

Código Penal, permite advertir, nos vislumbra que nos encontramos frente a una 

norma obsoleta e inadecuada que no comprende la serie de conductas abusivas 

que en la actualidad existen y que van más allá del cobro de interés excesivos, 

precepto que una vez más se reitera en el proyecto de Código Orgánico Integral 

Penal. 

PALABRAS CLAVES: usura, delito, bancos, créditos, comisiones, interés, 

excesivo. 
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ABSTRACT 

The Constitution of the Republic of Ecuador, stipulates in article 308, second 

paragraph, and the prohibition of usury anatocism. However, usury today 

constitutes a widespread practice that is not controlled by anyone, to the same 

extent anatocism, which is executed by the bank or business entities who 

inexplicably and through its committees and interests abusive affect those who 

need credit. Usury is considered in most laws, a crime that violates against the 

estate through the requirement of an excessive interest from a contract of mutual, 

notwithstanding the existence of other contracts, which may mediate an excessive 

interest, as happens with bank loans or purchases of furniture term assets. In 

Ecuador , limited appropriate legislation allows this type of behaviors that abuse 

human need , as do banks and trading houses , who with impunity , apply interest 

on interest , provoking charges of appropriations committees that abruptly 

increase the initial credit value of the object. The crime of usury, typified in Article 

583 of the Penal Code, to reveal, sees us that we are faced with an outdated and 

inadequate standard that does not include the number of abusive behaviors that 

currently exist and that are beyond the collection excessive interest precept again 

is reiterated in the draft Code of Criminal Integral. 

 

KEYWORDS: usury, crime, banks, credit, commissions, interest, too. 
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INTRODUCCIÓN  

El presente trabajo de investigación tiene como objetivo poner en evidencia, la 

inseguridad jurídica que reina en nuestro país, pues las normas existentes no 

protegen los derechos y garantías tutelados en nuestra norma Constitucional.  

 

El sistema de administración de justicia en el Ecuador,  desde hace muchos años 

atraviesa una profunda crisis  moral y ético. Modelo que se ha constituido en un 

instrumento más de la corrupción con pocas excepciones, pues ha perdido 

credibilidad, transparencia y honestidad. El problema es de la cultura por tanto su 

característica es de fondo y no de forma como se cree sin ley jueces probos, 

honestos y eficientes. 

 

Las prácticas de actividades usureras explotan al pueblo de manera 

inescrupulosa para aprovecharse y embaucar a las personas, especialmente a 

quienes pertenecen a los estratos más vulnerables de la sociedad como los 

micros comerciantes. Los usurero formales o informales, son quienes han vivido y 

se ha enriquecido a costa de la desesperación, la angustia, el sudor y el llanto de 

personas pobres, que por desgracia son sus víctimas.  

 

Es común ver en nuestra localidad como muchas personas concurren a los 

bancos Pichincha, Solidario, a pagar sus cuotas de los mal llamados 

microcréditos, figuras crediticias que en su fachada de legalidad aplican tasas de 

intereses excesivas, al igual que lo hacen los prestamistas informales quienes 

deambulan por lugares donde se encuentran comerciantes para de manera 

disimulada cobrar las deudas que tienen pendiente a su favor. 

 

En el desarrollo de la presente investigación, también se pudo evidenciar como 

prestamistas informales exigían joyas de oro, electrodomésticos en garantía, para 
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que puedan ser sujetos de crédito, prendas que en muchos casos fueron 

rematados por no cumplir los tiempos acordados, estos bienes eran cotizados con 

valores irrisorios, lo cual le duplica o triplica sus ganancias en perjuicio de los 

necesitados. 

 

La usura es una acción delictiva tipificada y sancionada en el código penal, que 

ha existido en todas partes del mundo desde los inicios mismos de la humanidad, 

sin embargo nunca ha sido sancionada o tratada adecuadamente, por lo que se 

podría asegurar que los gobernantes de turno en su gran mayoría, son coautores, 

cómplices y encubridores de quienes han hecho de la usura su fuente de riqueza. 

  

Esta vieja práctica ilegal y arbitraria, ha sido la causa para que se tenga una 

sociedad muy golpeada, explotada por usureros de cuello blanco, mal llamados 

banqueros, quienes disfrazan su conducta usurera con membretes de 

microcréditos, créditos de consumo, préstamos que en la praxis cobran intereses 

superiores a los permitido por la ley, pues ocultan en fachadas como gastos 

administrativos, seguros y demás valores no relacionados con el crédito. 

 

El presente trabajo de investigación, se fundamenta en el análisis jurídico, 

doctrinario y positivo del delito de la usura, que se encuentra tutelado en nuestro 

Código Sustantivo Penal, disposiciones que no protegen los bienes jurídicos de 

las víctimas de este tipo de delitos, por tanto la falta de una norma clara y precisa 

genera que se transgredan los derechos y garantías de quienes son sujetos 

conductas usureras  

 

Por ello, el trabajo de investigación titulado: ñEl Delito de Usura en el Ecuadorò, 

se ha ajustado a los lineamientos determinados en el Régimen Académico de la 

Universidad, estructurándolo de la siguiente manera: El cuerpo del informe final, 
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en su Capítulo I, aborda el problema, los objetivos generales y específicos, la 

justificación de la investigación. En el Capítulo II, inherente al Marco Teórico, 

contiene una recopilación de la información relacionada con la problemática 

planteada, bibliografía que fue obtenida de: La doctrina; La Constitución de la 

República del Ecuador; El Código Penal, y demás fuentes obtenidas del internet. 

De la misma manera se realiza un énfasis en los métodos, procedimientos e 

instrumentos utilizados en esta investigación. En lo pertinente a los resultados, 

estos son un fiel reflejo de las encuestas.  

 

Del análisis teórico y de los resultados obtenidos de la investigación de campo 

desarrollado, se pudo verificar, que los objetivos y la hipótesis planteadas, sus 

elementos sustentan la propuesta de enmienda al artículo 308 de la Constitución 

de la República del Ecuador; y, reforma de los artículos 583 y 584 del Código 

Penal.  

 

El presente trabajo de investigación, finaliza con las conclusiones y 

recomendaciones.
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CAPÍTULO I 

1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

Aristóteles, decía que la usura es la forma más odiosa y depravada de las formas 

de comercio, pues hace uso erróneo del dinero. 

 

La necesidad de los ciudadanos, ya sea por la falta de dinero o a su vez por la 

dificultad que exige el sistema financiero, para obtención créditos de inversión, da 

origen para que este tipo de conductas se cometan, conforme lo dispuesto en el 

artículo 583 de Código Sustantivo Penal. 

 

La usura o anatocismo, refiere al cobro de un interés mayor al permitido por la ley, 

por concepto de un préstamo de dinero que se realice de forma irregular, fuera de 

los contextos de la banca privada. A esta modalidad de crédito, usualmente se la 

denomina "chulco", actividad que ha aparecido con fuerza en nuestro país gracias, 

actividad que ha derivado en hechos lamentables, producto de mecanismos 

violentos implementados para realizar el cobro.  

 

Los usureros, o ñchulquerosò, son individuos que realizan gestiones dolosas, por lo 

tanto sus conductas son configuradas como delito, mismo que es tipificado y 

reprimido por el artículo 583 del Código Penal. Esta actividad es de muy vieja data 

en Ecuador, por lo que en los últimos tiempos se ha descubierto un sinnúmero de 

bandas de ñchulquerosò que hacen de las suyas en diferentes provincias de nuestro 

territorio nacional.  

 

Con la migración, se ha evidenciado que también ciudadanos colombianos están 

integrando estas bandas, quienes en ciertos casos han ingresado al Ecuador, en 

calidad de refugiados. El Estado no ha puesto requerimientos para su ingreso. Es 
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plausible que en ciertas zonas estas bandas al no poder hacer efectivo el cobro de 

estos préstamos, recurren incluso al asesinato de los prestamistas morosos, 

utilizando sicarios para que ejecuten este tipo de delitos derivados de la usura.  

La ciudad de Quevedo, no se encuentra exenta de este tipo de conductas, 

escenario donde es común ver ciudadanos de origen colombiano, que recorren 

tiendas, mercados, negocios pequeños en motocicleta realizando el cobro de sus 

préstamos y amenazando a quienes no cumplan.  

 

Por lo referido, la presente investigación tiene como finalidad, realizar un análisis 

del delito de Usura, los efectos y consecuencias de la limitada intervención del 

Derecho Penal y los operadores de justicia, frente a este tipo de conductas que 

derivan en violaciones de los derechos fundamentales y bienes jurídicos protegidos 

como lo es la vida. 

1.1.1 Árbol del Problema 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EFECTOS 

CAUSAS 

 

PROBLEMA  

 

La limitada intervención del Derecho Penal y los Operadores de 

Justicia en los delitos de Usura, incide en el incremento de 

conductas usureras y vulneración del bien jurídico de la vida. 

 

 
Ansiedad de las 

víctimas, por su 

estado de necesidad 

 

 
Búsqueda de nuevos 

financistas 

 

 

Trámites engorrosos 

 
Limitadas líneas de 

crédito 

 

Necesidad emergente 

de recursos 

 

Petición de créditos a 

usureros  
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1.1.2. Formulación del Problema 

Una vez desarrollado el planteamiento del Problema, su formulación se estableció 

de la siguiente forma: 

 

ñDe qué manera la conducta usurera, determinada en el artículo 583 del Código 

Penal, puede ser limitada, sin que ello derive en la restricción de los derechos y 

garantías tutelados a favor de los ciudadanosò  

 

1.1.2 Delimitación del Problema 

Objeto De Estudio: Código Penal del Ecuatoriano.  

 

Campo De Acción: El Juicio Penal por el delito de Usura.  

 

Espacio: La presente investigación se llevó a efecto en el Séptimo Tribunal de 

Garantías Penales. 

 

Tiempo: Se efectuó desde el mes de Diciembre de 2013 al mes de Febrero de 

2014. 

 

1.2. IDENTIFICACIÓN DE LA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN  

La línea de investigación es el derecho y la posibilidad de haber elegido el tema 

que me ha permitido realizar una investigación seria que permita ser un aporte a la 

sociedad. 
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1.3. OBJETIVOS 

1.3.1. Objetivo general 

An§lisis jur²dico ñdel delito de Usura en el Ecuadorò, para que regule los derechos 

de los  perjudicados, y las obligaciones que tiene el Estado, así como las 

actuaciones que deben tener los Fiscales y Jueces de lo penal  en la tramitación y 

noticia crimen sobre el delito de usura. 

  

1.3.1   Objetivos Específicos 

¶ Fundamentar jurídicamente a la Constitución del la República del 

Ecuador, Código Penal y de Procedimiento Penal, con relación al delito 

de usura. 

 

¶ Verificar la incidencia de los abusos de los casos en que el perjudicado 

se encuentre en riesgo, y la falta de los servicios que deben recibir por 

parte de todas las personas que están obligadas a darlo. 

 

¶ Elaborar un proyecto de ley, que permita reformar y endurecer la pena 

determinada en el artículo 583 del Código Sustantivo Penal, a quienes 

adecuen su conducta al tipo penal del delito de usura.   

 

1.4. HIPÓTESIS DE LA IDEA A DEFENDER 

La limitada judialización y penalización del delito de usura, se ha constituido en un 

problema lacerante en la economía y población de nuestro territorio, pues quienes 

incurren en este tipo de conductas usureras transgreden de manera flagrante los 

derechos y garantías tutelados en nuestra norma Constitucional y Tratados 

Internacionales. La usura se ha enquistado en la economía informal del país, 

acción que es ejercida por personas inescrupulosas que se aprovechan de 

personas incautas, con necesidades emergentes. Los prestamistas de dinero o 
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tambi®n denominados ñchulquerosò, se han constituido en un problema latente, sin 

embargo no se ha determinado un control adecuado que permita reducir y 

desaparecer esta actividad ilícita. 

 

1.5. JUSTIFICACIÓN DEL TEMA 

El presente trabajo investigativo se justifica, ya que en nuestra región no se ha 

desarrollado un estudio sobre este tipo de conductas y los efectos que está 

causando en nuestra sociedad Quevedeña. Es por ello necesario buscar en las 

ciencias del derecho la orientación adecuada que permita viabilice una reforma al 

Código Penal Ecuatoriano, tendiente a endurecer las penas. 

 

Por tanto este estudio, trasciende en el interés y la novedad científica, ya que 

convertirá en un documento de orientación y guía para que instituciones y personas 

interesadas en la temática, conozcan el modus operandi de estas bandas, los 

efectos que las mismas generan y los crímenes que se derivan del mismo, como lo 

es el Sicariato.  

 

Por otra parte para este estudio dispongo de los recursos necesarios y sobre todo 

la voluntad científica y legal para demostrar que la usura es un delito que debe ser 

sancionado con penas severas.  

 

La presente investigación pretende contribuir, a través de la implementación de una 

reforma jurídica en el Código Sustantivo Penal, tutelar los bienes jurídicos de sus 

ciudadanos, de manera especial la vida, conforme lo preceptúa nuestro marco 

Constitucional. 
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1.6.  BREVE EXPLICACIÓN DE LA METODOLOGÍA INVESTIGATIVA A 

EMPLEAR 

La metodología investigativa que se utilizó es la descriptiva pues describe de 

manera apropiada el problema, de igual manera la de campo a través del 

planteamiento de preguntas y la bibliográfica la misma que permite sustentar a 

través de la recopilación ordenada de conceptos. 

La tesis se divide en cuatro capítulos, los cuales para mayor comprensión son: El 

capítulo I, el problema en donde consta el planteamiento del problema, su análisis 

los objetivos y la justificación del tema de investigación.  

 

El capítulo II, que es el marco teórico, esto es los antecedentes investigativos, su 

definición, la conducta, las causas y las consecuencias. El capítulo III, que es el 

marco metodológico, el tipo de modalidad de la investigación, el nivel de la 

investigación, los métodos utilizados, las técnicas, recolección, procesamientos de 

la información y el análisis e interpretación de resultados. El capítulo IV, que es el 

marco propositivo, la propuesta, objetivo  validación de la propuesta, características 

de la propuesta, descripción de la propuesta, desarrollo de la propuesta y las 

conclusiones. 

 

 Elementos de novedad, aporte teórico y significación práctica, en dependencia del 

alcance de la tesis. Poner en evidencia, la inseguridad jurídica así como la poca 

importancia que se da al tema de la Usura, los legisladores no han sabido entender 

la desesperación de la ciudadanía cuando se refiere a la Usura, la novedad es que 

se ha topado el tema de una manera práctica y real; así como se sugiere un 

artículo que sanciones a la Usura de una manera más fuerte y clara. 

 

Espero con este trabajo de investigación poner en evidencia lo grave y perjudicial 

que es el delito de Usura en nuestro país y evitar el cometimiento de este delito; así 

como, promover la sanción a los usureros. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2. El Delito de Usura.- En el Tiempo y en el Espacio 

 

2.1.  Origen, etimología y antecedentes históricos. 

La palabra Usura, viene del latín usus, que quiere decir uso y ura que quiere decir 

resultado. 

 

Varios factores a través de la historia, dan origen al surgimiento de este fenómeno, 

pues al iniciar la humanidad con los primeros actos de comercio o mercantiles, la 

introducción de la moneda, y en si el  desarrollo de estos, aparecen también los 

prestamistas de dinero, quienes desde hace más o menos cuatro mil años atrás, ya 

exigían por estos préstamos el pago de un interés, aduciendo primeramente dar un 

valor al riesgo que corrían a prestar su dinero, y luego después porque al prestar su 

dinero, dejaban de invertirlo en otros menesteres, es decir  paralizaban su capital 

de trabajo. 

 

Algunos tratadistas que abordan este tema señalan que hay usura cuando el 

interés fijado por las partes, excede al permitido por la Ley. Al establecer un interés 

legal, el Estado, desde la antigüedad, ya se preocupaba de la igualdad de 

condiciones en los negocios, y, evitar explotación del hombre por el hombre. Por 

ejemplo al revisar los antecedentes históricos de las economías pre cristianas, se 

establece que existían prestamistas que operaban en las afueras del Templo de 

Babilonia, (2.000 A.C.). 

 

Existen manuscritos religiosos de la religión hindú (2.000 ï 1.400 A.C.) donde 

abundan referencias de prestamistas y al pago de intereses excesivos y se 

manifiesta el desprecio por esta práctica. 
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En el siglo II D.C. se entendía como usura al interés más allá del legal no puede ser 

cobrado. Aristóteles, condena la usura en su obra  ñLa Pol²ticaò diciendo que  ñde 

todas las formas de comercio, la usura es la más depravada y la más odiosa. La 

usura no solo propone un objetivo antinatural, sino que hace uso erróneo del dinero 

en sí, pues el dinero fue creado para el intercambio no para ser incrementado con 

la usuraò y concluía diciendo que ñla usura es la reproducci·n antinatural del dinero 

con dineroò 

 

Plat·n afirmaba que: ñla usura enfrenta inevitablemente a una clase contra la otra, y 

es, por lo tanto, destructiva para el Estadoò  otros fil·sofos que la critican son  

Catón, Cicerón, Séneca y Plutarco. En las reformas de la republica romana (340 

A.C.) se prohibió terminantemente la usura y el interés excesivo, más sin embargo 

a finales de este periodo esta práctica volvió a tomar impulso, tanto así que en el 

gobierno de Julio Cesar, el número de deudores era tan alto que no había manera 

de cobrar las deudas, por lo que hubo que reducir la tasa de interés del 12% al 8% 

en el mandato de Justiniano. 

 

Incluso la Iglesia condena esta práctica, pues la doctrina judeocristiana, la prohíbe 

en su totalidad en la Edad Media, tanto así que, Santo Tomas de Aquino, le otorga 

el carácter de dogma, pero pese a todas estas prohibiciones y condenas la usura 

no cesó, y se siguió practicando  a manera de un microcrédito, o el sutil disfraz del 

crédito directo ofrecido por el comerciante, o el crédito con prenda, y que por ser a 

bajos rangos se pueden esconder los cobros de intereses excesivos. 

 

Entonces la tradición greco-romana, como la judeo-cristiana, y la religiosa-secular, 

que son la fuente principal en la civilización del mundo, manejaba criterios iguales 

al respecto de la usura. 
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No obstante a todo lo antes enunciado, la creciente necesidad de créditos por el 

desarrollo de la economía, hicieron que a fuerza se reconsidere la posición que se 

tenía sobre la usura, y así en el siglo XV, Calvino, atenúa la condena contra la 

usura, pues el calvinismo inicia la noci·n del m§ximo inter®s legal, puesto que ñun 

inter®s honesto es un inter®s leg²timoò 

 

En el siglo XVII, con el auge de las economías liberales, la mayoría de estados 

europeos, fija arbitrariamente los intereses, para así, establecer el cobro de un 

interés razonable por el préstamo de dineros, con total independencia de las 

condiciones de oferta y demanda y  de esta forma supuestamente proteger a los 

prestatarios. 

 

Es así que se establecen los prestamistas privados, siendo estos principalmente 

judíos  y lombardos, quienes instauran las casas de créditos públicos con claros 

fines lucrativos. Se crean adicionalmente los Montes de Piedad, fundados por los 

monjes franciscanos quienes otorgan créditos por prendas desde joyas hasta 

materiales de trabajo. Con el liberalismo se condenan estas instituciones, pero son 

retomadas nuevamente en el siglo XIX. 

 

Según el Dr. Arnoldo Wald, prestigioso jurista brasileño: ñlos intereses surgieron, 

entre los pueblos de la antigüedad, como una compensación al uso del capital 

ajeno. La cobranza de los intereses, condenada por los Concilios de acuerdo con la 

doctrina de la Iglesia, no fue admitida en la mayoría de las legislaciones europeas 

anteriores a la Revolución Francesa. En oposición, inspirados en el reformista Juan 

Calvino, los autores protestantes, de un lado, y los economistas y filósofos 

franceses del  siglo XVIII, liderados por Montesquieu, por otro lado, consideraron 

aceptable la compensación por la utilización del capital ajeno, cuando se establecía 

sobre bases moderadas y no configuraba usura. (Wald, 1994) 
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Los fisiócratas entendían que el Estado no debía interferir en las relaciones 

comerciales entre los individuos, fijando el principio del ñlaissez-faire, laissez 

passer, ne pas trop gouvernerò, y as²Ӣ, numerosas legislaciones del siglo XIX y 

algunas de inicio del siglo XX no fijaron límites máximos para los intereses. (Wald, 

1994) 

 

El Estado moderno, en su concepci·n social, inspirado en la Constituci·n de 

Weimar, sustent· su intervenci·n amplia tanto en el plano econ·mico como en el 

campo social, admitiendo solo la cobranza de intereses hasta un determinado 

techo y combatiendo todas las formas de agiotaje y de usura considerándoselas 

como figuras típicas del derecho penalò (Wald, 1994, págs. 120-121) 

 

Para poder tener una mayor comprensión dentro del tema que nos ocupa y conocer  

la naturaleza jurídica de la concepción de la usura, es importante estar al tanto de 

lo que establecían a este respecto los primeros conjuntos de leyes más antiguos, 

como son, Códigos de Hammurabi, la Ley de las XII Tablas,  el Antiguo Testamento 

de la Biblia, el Islam y el Judaísmo. 

 

2.1.1.  El Código de Hammurabi. 

Este primer conjunto de leyes de la historia (1692 AC) basa su aplicación en la 

conocida ley del Talión, leyes de origen divino, que al ser talladas en piedras de 

dos metros de alto, se decía que eran inmutables, concepto que se considera en la 

mayoría de sistemas jurídicos actuales y tan fundamentales que ni el rey, tenía la 

capacidad de cambiarlas. 

 

Este código jerarquizaba la sociedad, dividiéndola en tres grupos a saber: 

¶ Hombres libres o ñawilumò 
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¶ Siervos, subalternos o ñmushkenumò 

¶ Esclavos o ñwardumò 

 

Los honorarios médicos variaban dependiendo del tipo de hombre que atendían; 

los salarios eran pagados de acuerdo al trabajo realizado, y así mismo la 

responsabilidad profesional, si un arquitecto construida una casa y se desplomaba, 

causando la muerte de sus ocupantes, era condenado a muerte. 

 

Los  fallos judiciales podían ser apelados y existía toda una escala de penas según 

los delitos y crímenes cometidos. Se enfocaba también en temas como el robo, el 

daño a la propiedad, los derechos de las mujeres, menores y el matrimonio, se 

trataba también el homicidio, muerte, lesiones, etc. 

 

En sus líneas se protegía la economía de las mayorías del pueblo, señalando que 

el deber primordial de los gobernantes era evitar el cobro excesivo de intereses por 

parte de las personas que prestaban dinero, señalando tasas máximas de interés, 

siendo primero un 33% para los préstamos de trigo, y de un 20% para los 

préstamos de dinero. 

 

2.1.2.  El Antiguo Testamento de la Biblia 

El autor español Miguel Ángel Galindo Martin nos dice: ñEn la Biblia se prohíbe sin 

lugar a dudas esta práctica de la usura. Por ejemplo, en el Éxodo (22,24) se 

establece que «Si prestas a alguno de mi pueblo, al pobre, vecino tuyo, no serás 

usurero con él exigiéndole intereses.» En el Levítico (25,36) se afirma que «No 

tomarás interés ni usura, antes bien teme a tu Dios y deja vivir a tu hermano junto a 

ti. No le darás a interés tu dinero ni le darás tus víveres a usura.» Ahora bien, en 

cambio se puede imponer un tipo de interés si al que se presta es un extranjero, tal 

como se permite en el Deuteronomio (23,20-21): «No exijas interés alguno de tus 
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hermanos, ni por dinero, ni por víveres, ni por ninguna otra cosa que se suele 

prestar a interés. Puedes exigírselo al extranjero, pero no a tu hermano...». 

(Galindo Martín, 2005, pág. 588) 

 

Esta ¼ltima distinci·n es importante para lo que nos ocupa aqu²Ӣ (...). Los jud²os, al 

considerarse descendientes de Jacob, son hermanos y no pueden cobrar ning¼n 

tipo de inter®s entre ellos, pero s² a los dem§s, incluidos a los cristianos. Por el 

contrario, éstos últimos consideran a todos los hombres hermanos, por lo que de 

acuerdo con el precepto b²blico se incurre en pecado cuando se est§Ӣ cobrando un 

tipo de interés. En ello redunda la doctrina de Jesucristo, cuando en el sermón de 

la montaña, entre otras cuestiones, establece que «amad a vuestros enemigos, 

haced el bien y prestad sin esperar remuneraci·n; as²Ӣ ser§Ӣ grande vuestra 

recompensa...è (San Lucas, 6,35); y, finalmente en Ezequiel 18: 8-9 cuando se 

dice: [quien] no presta con usura ni cobra intereses un hombre as²Ӣ es justoò. 

(Galindo Martín, 2005, pág. 588) 

 

En estas citas bíblicas podemos apreciar que la usura estaba prohibida, y se 

reconfirma esta prohibición por los primeros cristianos, así por ejemplo San Agustín 

defina a la usura como toda transacción en la que una persona espera recibir más 

de lo que ha dado. Se consideraba tan prohibida que cualquier producto de usura 

no podía ser entregado como limosna a la Iglesia. 

 

Ha sido condenada por la Iglesia católica, la (concilios de Nicea (325) u Orleans 

(536) y llegando al punto más drástico en el concilio de Letrán (1179) donde se 

ordenaba la excomunión de los usureros, y la prohibición de que sean enterrados 

en terrenos sagrados. 
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Y no solo en la antigüedad la Iglesia católica se ha pronunciado contraria a este 

tema, ya que la última declaración sobre la usura está dentro de la Encíclica VIX 

Pervenit  del Papa Benedicto XIV en el año 1745, en la que se condena: ñ ese 

género de pecado que se llama usura y que (...) consiste en que partiendo de un 

pr®stamo, el cual por su propia naturaleza pide que se restituya solo la cantidad 

prestada, se quiere restituir m§s de lo que se recibi·Ӣ; y por esto mantiene que hay 

que añadir al capital una cierta ganancia debido al mismo préstamo. Debido a esto, 

cualquier cantidad de este tipo que supere el capital prestado, es ilícito y usurario».
 

(Benédicto XIV, 1745). Pero con posterioridad, y contradictoriamente se crea el 

Banco del Vaticano, siendo una organización formal desde el siglo XIX. 

 

El diario inglés London Telegraph se ha referido a este banco en los siguientes 

t®rminos: ñ La Ciudad del Vaticano es uno de los principales Estados "cut out", cuya 

legislación sobre el secreto bancario impide toda posibilidad de rastrear o encontrar 

una pista sobre los or²genes de los fondos financieros que son depositados o se 

colocan all²Ӣ, sosteniendo que el Banco del Vaticano es una de las diez principales 

plazas financieras y bancarias más frecuentemente utilizadas para el blanqueo de 

dinero”. (London Telegraph, s/f) 

 

LEVY, Jonathan y DEWEY EASTON, Thomas: El Banco del Vaticano es una de las 

diez principales plazas financieras y bancarias más frecuentemente utilizadas para 

el blanqueo de dinero. (Levy, s/f) 

 

Es decir, cada una de las prohibiciones o condenas a la usura, que es cualquier 

transacción en la que se espera recibir más dinero del que se ha prestado, quedan 

un poco en el aire, al evidenciar las en los últimos tiempos la creación de este 

banco, y de la calificación del Vaticano como paraíso fiscal de negocios contrarios 

a la moral de la Iglesia, como producción de armas o fabricación de 

anticonceptivos. 
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2.1.3. El Islam 

Mahoma reprendió reciamente a la riba, palabra originalmente utilizada para 

denominar a la usura, que manejaba intereses sobre préstamos, en exceso. ñAl§ ha 

hecho il²cito el comercio y ha prohibido la usuraò y ñlos que viven de la usura est§n 

en guerra contra Al§ò    CORAN (2:275) 

 

Es decir, la postura de los musulmanes es radical, y la obligación de ellos es 

combatir y enfrentarse a todos aquellos que practiquen la usura, y es por esto que 

se puede entender la oposición entre el capitalismo y el islam, ya que los 

musulmanes consideran al capitalismo como un modo de producción codicioso y 

rastrero. 

 

 El autor islámico Hazmah Echeverría, al referirse a este tremendo flagelo para la 

economía que es la usura, dice: "De los trabajos falsos el del peor tipo es la usura 

la cual debería ser considerada como uno de los tipos de explotación más crueles." 

El islam se opone severamente a esta sucia forma de explotación bajo cualquier 

forma que se haga presente. La práctica de prestar dinero con la condición de que 

el prestatario la devuelva con una suma adicional es llamada usura.  

 

Hoy en día, la inversión del dinero atesorado en usura por los grandes capitalistas, 

ha creado una curiosa situación en el mundo económico; ahora los capitalistas 

controlan tanto el consumo como la producción y los precios. Esta situación ha 

conducido a la creación de dos clases opuestas: la de los ricos y la de los pobres; 

la de los hambrientos y la de los bien alimentados; la de los poderosos y la de los 

desvalidos. Este estado de cosas totalmente indeseable puede ser descrito como  

una esclavitud imperceptibleò. (Echeverría, s/f).Como se puede evidenciar en el 

Islam está absolutamente prohibida y condenada. 
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2.1.4. El Judaísmo 

Los judíos  declaraban que tenían una licencia que les permitía practicar la usura, y 

aseguraban que esta licencia o permiso, constaba en las Sagradas Escrituras, pero 

son las condiciones en las que se practican las que la condenan en varios pasajes 

del Antiguo Testamento. En Deuteronomio capítulo 23, versículo 21 dice que: ñAl 

extranjero podr§s prestarle a inter®s, pero a tu hermano no le prestaras a inter®sò  

 

Neshekh es la palabra hebrea con la que se llama al interés, cuyo significado 

textual es ñmordidaò que se interpreta como morder o extraer el interés al deudor. 

 

Al denominar extranjero, los judíos lo entendían como enemigo, y es allí donde los 

judíos ven a la usura como un arma para demostrar su poder sobre sus enemigos, 

mediante la usura, la necesidad de otra gente terminaba transformándose en 

sometimiento. Se les permitía esta actividad bajo severo control y era tolerado por 

las autoridades, cuando se consideraba que este era un servicio denominado útil, 

los prestamistas acumulaban enormes ganancias. 

 

Tanto así que en Inglaterra durante el siglo XIII, la comunidad judía recolectaba 

más de la mitad de los impuestos, y teniendo en cuenta que esta comunidad 

representaba el 5% de la población. Pero su riqueza no les dio poder, y se vieron 

expuestos a la expulsión del país en el siglo XIV, prohibiéndoles regresar en 350 

años. 

 

Pero esta práctica se siguió desarrollando a escondidas, puesto que si eran 

encontrados, eran castigados severamente y marginados de la sociedad, y así los 

mercaderes carentes de escrúpulos abusaban de los campesinos humildes por 

malas cosechas o desgracias familiares y se veían obligados a recurrir a estos 

servicios, por esto nunca eran denunciados, pues incluso hasta los Reyes y 
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monarcas, solicitaban estos préstamos para financiar las guerras o batallas contra 

sus vecinos enemigos, y los grandes intereses eran cobrados en impuestos a los 

ciudadanos del reino. 

 

En 1717 con el aparecimiento del Protestantismo e inicios de la reforma, la 

autoridad de la Iglesia Católica se ve totalmente mermada, y así se revocan las 

prohibiciones de la Iglesia, y la gente estaba libre de aquella moralidad de imponía 

la iglesia, prohibición de la que formaba parte la usura, por lo que se empezó a 

practicar nuevamente y sin control. 

 

Actualmente los préstamos adoptan nuevas formas, como la venta a crédito directo 

o los créditos de consumo conferidos por las casas comerciales o los bancos, que 

muchas veces conceden facilidades extraordinarias, haciendo que los 

consumidores no se fijen en las tasas altas de interés que cobran por este crédito. 

E incluso, en nuestro país, subsiste el Monte de Piedad, el cual es parte del 

Instituto Ecuatoriano de Seguridad  Social, organismo controlado por el Estado 

Ecuatoriano, quien otorga créditos recibiendo hasta electrodomésticos. 

 

Podemos decir, que casi todos los países del mundo, incluyendo a los socialistas y 

comunistas, han realizado esfuerzos para que la usura desaparezca, mas sin 

embargo, esta sigue subsistiendo pese a los esfuerzos por erradicarla. A través de 

la historia la práctica de la usura se remonta, con indicios muy certeros desde 

cuatro mil años atrás, como ya se ha manifestado, y esta  se da con la anuencia de 

las autoridades en cada época, quienes pese a que constantemente la condenan, 

restringen, prohíben o satanizan, no solo en el ámbito económico, sino también en 

lo referente a lo ético, moral, religioso y legal, no han sido otra cosa más que 

encubridores, ya que con la creación de leyes muy permisivas, han permitido que 

siga a través de los siglos. 
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La base de las prohibiciones, ética, moral, teológica se fundamentaban en 

cuestiones o aspectos económicos, ya que la naturaleza de la trato usurero 

garantiza la obtención de algo por nada, lo que es una clara violación a las leyes 

naturales, con la clara consecuencia del desequilibrio y desintegración de la 

sociedad. 

 

2.2. Análisis Doctrinario del Delito de Usura 

Doctrinariamente,  la gran mayoría de autores  concuerdan al denominar  a la usura 

como algún tipo de engaño o de  estafa.  El autor  italiano Giuseppe Maggiore,  

basándose en el Código Penal Italiano, determina  cuales son los delitos contra el 

patrimonio, cometidos mediante fraude, as²Ӣ tenemos: ñEstafa, insolvencia 

fraudulenta, destrucción fraudulenta de cosas propias, engaño a personas 

incapaces, usura, fraude de emigración, apropiación indebida, apropiación de 

cosas extraviadas, etc.ò (Giueseppe, 1989, pág. 122) 

 

En concordancia con el autor antes citado, el penalista chileno Alfredo Etcheverry 

señala que: ñEl delito de usura, si atendemos a la acepci·n ñfraudeò entendida 

como un enga¶o cometido en perjuicio de otra persona, est§ distante de este 

concepto, pues, la usura no es un delito contra la propiedad, sino contra el 

comercio y la economía, abusando no solo de la debilidad o pasiones de quien pide 

el préstamo, sino que, además, atentando contra los intereses económicos 

generalesò. (Etcheberry, 1998, págs. 458-459) 

 

Así mismo, otro penalista chileno, el  Dr. Luis Cousiño Mac Iver mantiene sobre la 

usura lo siguiente: ñes que el precepto o hip·tesis de hecho siempre tiene su origen 

legal, aunque se lo defina en documentos administrativos, dictado mediante 

autorizaci·n de la leyò. (Cousiño, 1975, pág. 85) 
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Ahora bien, en el Ecuador se debe incluir dentro de estas prácticas comunes,  la 

entrega de la letra de cambio en garantía por el dinero recibido,  la cual es 

entregada al prestamista sin mencionar el valor y lo más grave firmada en blanco, 

la cual sirve como herramienta de ñextorsi·nò, especialmente en contra de los 

incautos o desesperados comerciantes, quienes garantizan de esta manera el pago 

de la deuda, constituyéndose así , está  en una conducta inconstitucional, pero que 

a pesar de todo se la práctica sin ningún temor.  

 

Así la usura, forma parte de la economía informal de nuestro país, moviliza 

considerables recursos y la practican personas inescrupulosas que llenan sus 

bolsillos valiéndose de la desesperación, necesidad y urgencia económica de miles 

de ingenuos, que caen en sus redes para salir al paso de sus privaciones. 

 

Entonces el pr®stamo de dinero al ñchulcoò es un antiguo e ilegal negocio, puesto 

que, con el paso del tiempo, esta  práctica sigue en auge y en crecimiento, por lo 

que se ha convertido en un potencial problema que requiere inevitablemente un 

control estricto. 

 

Artículo. 121 de la Ley de Instituciones del Sistema Financiero determina ñque solo 

las personas que formen parte del sistema financiero nacional y que tienen el 

certificado de la Superintendencia de Bancos pueden captar y prestar dineroò. 

 

La usura como transgresión de la ley se la  tipifica tanto en materia civil como en 

materia penal. En el ámbito civil existen las disposiciones de los Arts. 2115 del 

Código Civil y 163 del Código Procesal Civil. En la esfera penal, a la usura se la 

contempla en el Art. 309 del Código Orgánico Integral Penal. 
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Los usureros  se multiplican a lo largo y ancho del territorio ecuatoriano, con el 

pretexto de auxiliar de la pobreza a las personas que no tienen acceso a los 

créditos de los bancos, mutualistas, cooperativas y  más entidades financieras por 

la  complejidad de los requisitos, trámites y requerimientos. 

 

Esta práctica ilegal  se ha abierto espacio en las economías de varias provincias 

del pa²s. Los ñchulquerosò  facilitan dinero rápido, con elevados intereses, es decir, 

perciben réditos superiores al máximo permito por la ley, ya sea de manera directa 

o camuflada, y así han  incrementado su patrimonio  y han amasado grandes 

fortunas  respaldadas y  aseguradas con documentos como letras de cambio, 

cheques, prendas o hipotecas, sin mencionar las prendas de vehículos, 

herramientas de trabajo, joyas y hasta electrodomésticos.  

 

Este delito se agrava por la falta de sanciones drásticas y los miles de perjudicados 

que cada vez claman a gritos por justicia y se reabran sus casos en las instancias 

judiciales correspondientes. Sumado a esto un trámite fácil, varias personas 

prefieren usar estos créditos, ya que intentar hacer sus préstamos en una entidad 

financiera, simplemente resulta imposible, y dicen que los chulqueros les dan 

rápido el dinero y sin tanto trámite.   

 

2.3.  Modus Operandi 

a) Los prestamistas ofertan créditos a dueños de locales comerciales personas 

deudoras. 

 

b) Para recibir el dinero, las víctimas firman letras en blanco. Condición de los 

chulqueros. 
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c) El cobro generalmente se lo hace puerta a puerta en moto (intereses del 10 

al 15% mensual). 

 

d) Si no pagan las cantidades requeridas, los dueños de los negocios son 

amenazados o agredidos 

 

e) Al no pagar, el usurero puede demandarle y apropiarse de sus bienes. 

 

2.4. Argumentos Legales 

(Asamblea Nacional del Ecuador, 2014) En el artículo.  309 del  COIP, establece un 

período de privación de  libertad de cinco a siete años, a la  persona que otorgue 

un préstamo directa o indirectamente y estipule un interés mayor que no está  

permitido por ley. Señala además, que cuando se extienda a más de  cinco 

personas, endurece la sanción  con pena privativa de libertad de tres años más es 

decir de siete a diez años. 

 

Aclara en el inciso siguiente  que la simulación de la existencia de un negocio 

jur²dico y oculte un pr®stamo usurario, ser§Ӣ sancionada con pena privativa de 

libertad de cinco a siete años.  En estos casos se ordenar§ la devoluci·n a la 

víctima de lo hipotecado o prendado y la restitución de todo lo pagado de manera 

ilegal. 

  

En este mismo sentido la transitoria novena del al Ley de Transformación 

Económica  dispone: 

 ñA partir de la vigencia de la presente ley, la tasa legal a la que se refiere el artículo  

583 del Código Penal será fijada periódicamente y obligatoriamente por el 

Directorio del  Banco Central del Ecuador, para tal efecto se tomará en cuenta la 

tasa LIBOR más el riesgo país técnicamente calificados por organismos técnicos 
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especializados y oficialmente reconocidos por el Banco Central del Ecuador, 

más  un margen adicional que no excederá de cuatro puntos. Esta tasa será 

publicada mensualmente para conocimiento de la ciudadanía. En caso de 

incumplimiento de esta norma, los miembros del Directorio del Banco Central del 

Ecuador ser§n enjuiciados por el cometimiento por omisi·n del delito de usuraò. 

(Congreso Nacional del Ecuador, 2000) 

 

En el artículo 121.- Reformado por la disposición reformatoria primera de la Ley 

2001-55, R.O. 465-S, 30-XI-2001; se¶ala ñLas personas naturales o jurídicas que 

no forman parte del sistema financiero y no cuentan con el respectivo certificado 

expedido por la Superintendencia de Bancos y Seguros, en la órbita de su 

competencia, quedan expresamente prohibidas de realizar operaciones reservadas 

para las instituciones que integran dicho sistema, especialmente la captación de 

recursos del público, exceptuando la emisión de obligaciones cuando ésta proceda 

al amparo de la Ley de Mercado de Valores. Tampoco podrán hacer propaganda o 

uso de avisos, carteles, recibos, membretes, títulos o cualquier otro medio que 

sugiera que el negocio de dicha persona es de giro financiero o de seguros. La 

Superintendencia expedir§ el reglamento sobre esta materiaò. 

 

Adicionalmente, y sobre este mismo tema,  merece un estudio y análisis, los 

intereses cobrados por las casas comerciales, las cooperativas de ahorro y los 

bancos a través de sus tarjetas de crédito; todos sin excepción y  desde siempre 

han propasado los límites legales con la venia de autoridades, que han sido 

cómplices del sistema,  y así los deudores,  prácticamente resultan arruinados y 

devastados por los intereses de su deuda,  y aceptan en ñforma tranquilaò los 

abusos referidos, ya que un juicio, ciertamente es como luchar frente a un gigante, 

sin tener en cuenta de los gastos que son muy fuertes para solventarlos.  
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Entonces  lamentablemente las transacciones comerciales y bancarias nacen 

viciadas lo cual permite el abuso reiterado de los hábiles prestamistas quienes se 

aprovechan miserablemente de la necesidad humana. 

 

Esta actitud es totalmente contraria a lo que señala como deber primordial del 

Estado el numeral 5 del artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, 

establece: ñPlanificar el desarrollo nacional, erradicar la pobreza, promover el 

desarrollo sustentable y la redistribución equitativa de los recursos y la riqueza, 

para acceder al buen vivir.ò  

 

Al cumplirse estrictamente  estos deberes del Estado, tenemos un pilar  muy 

importante para el desarrollo de la justicia, para que no se violen los derechos y 

garantías de las personas porque es un deber de un Estado Constitucional que 

tendría que ser cumplido fielmente para disminuir entre otros, los altos índices de 

pobreza existentes en nuestro país, no hay que olvidarse que los pobres son 

quienes están permanente sujetos a todo tipo de abusos de inescrupulosos 

prestamistas.  

 

La usura, en el caso ecuatoriano, ser²a una aparente excepci·n al principio ñnullum 

crimenò por tener la particularidad de no bastarse a s² misma, ya que como se dijo 

anteriormente, contienen de manera obligatoria referencias a ordenanzas, 

reglamentos o simples mandatos de la autoridad administrativa. 

 

Entonces en nuestro país, la usura estaría definida como un tipo penal en blanco lo 

cual ha permitido que reine la impunidad y la injusticia, esto se da porque hay una 

inmensidad de leyes y textos legales contenidos en nuestro ordenamiento jurídico, 

y  que tal como decía el gran Napoleón, ñhay tantas leyes que nadie est§ seguro 

de no ser colgadoò.  
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Pues, pese al reciclaje normativo, y según señala el jurista ecuatoriano Dr. Vladimir 

Serrano, al manifestar que en doscientos años de vida republicana, el Estado ha 

producido más 131.709 cuerpos legales,  es decir, 2,97 normas por día laborable. 

Esta ñproliferaci·n legislativaò como la llama el profesor Vladimir Serrano, se 

manifiesta: ñen la expedici·n continua de nuevos cuerpos legales, que a su vez se 

ven sometidos con frecuencia a reformas de distinta naturaleza...La consecuencia 

ha sido la hipertrofia legislativa que, con sus inevitables coherencias y 

contradicciones, ha abierto un amplio margen para los resquicios legales a través 

de los cuales se ha desvirtuado el objetivo específico de la ley y de todo el orden 

jurídicoò. (Serrano, 1988, pág. 258) 

 

Entonces,  resulta difícil de la cantidad de leyes expedidas, conocerlas todas, y, si 

sumamos a esto la inmensa cantidad de tratados internacionales vigentes de los 

cuales el Ecuador ha suscrito, se entiende que resulta casi imposible tener un vasto 

conocimiento del ordenamiento jurídico. 

 

Complicándose  aún más, cuando entendemos el verdadero espíritu de alguna de 

las normas expedidas para los gustos de unos cuantos, puesto que han servido 

para cubrir solamente intereses particulares de las clases sociales altas, de 

políticos o religiosos. 

 

Es importante aclarar que la expresi·n ñley penal en blancoò procede del autor  Karl 

Binding y se refiere a las normas incriminadoras que, aun cuando conminen a 

sanción penal, su mandato, no obstante, es incompleto, pues depende de una 

complementación expresa por otra norma, generalmente de nivel inferior (decreto, 

reglamento, ordenanza, etc.), que precisa su significado o contenido exactos. 

Leyes penales en blanco, son, tipos penales estructuralmente incompletos. Con 
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este exceso normativo, caracterizado por normas de pésima calidad, lo que más se 

afecta es la seguridad jurídica del país.  

 

Al respecto con lo expuesto  el jurista español Dr. Aurelio Menéndez Menéndez 

expresa: ñTodos los estudiosos del Derecho y una buena parte de los ciudadanos 

no cesan en sus críticas a una proliferación legislativa que amenaza con perturbar 

si no destruir la seguridad jurídica como fin primordial del Derecho (...). Pues, bien, 

esta seguridad se ve amenazada en nuestro tiempo por una proliferación 

legislativa, cada vez más creciente, en razón de la compleja realidad social en cuya 

regulación concurren distintos ordenamientos (el autonómico, el estatal y el 

comunitario) y muy abundantes normas del más variado rango (leyes, decretos, 

·rdenes, circulares, directrices...). Este ñc¼mulo salvaje de leyesò al decir de unos, 

esta ñlegislaci·n motorizadaò, al decir de otros, es un grave mal que conduce al 

desaliento, cuando no a una cierta desesperaciónò. (Menéndez, 2003) 

 

Continúa el autor mencionado en el mismo artículo con  lo siguiente:ò En no pocas 

ocasiones las normas legales no sirven de cauce para ordenar la concurrencia de 

intereses en la convivencia colectiva, sino que acaban convirtiéndose en un 

obstáculo o una compleja red que, en lugar de canalizar, entorpece el normal 

desarrollo de esa convivencia. Con frecuencia el ciudadano se queda perplejo ante 

esta oleada de normas y enmudece cuando se entera de que, como proclama el 

art²culo 6.1 del C·digo Civil, ñla ignorancia de las leyes no excusa de su 

cumplimentoò, principio que como escribía no hace mucho Eduardo García de 

Enterría suena «casi como un sarcasmo, pues no hay persona alguna, incluyendo 

a los juristas más cualificados que pueda pretender hoy conocer una minúscula 

fracción apenas de esta marea inundatoria e incesante de Leyes y Reglamentos, 

entre cuyas complejas mallas hemos, no obstante, de vivirèò. (Menéndez, 2003) 
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No es una casualidad que el Dr. Aurelio Men®ndez Men®ndez, cite al c®lebre jurista 

español Eduardo García Rentería, pues refiriéndose al artículo 6.1 del Código Civil 

Español, cuyo texto similar lo encontramos en el artículo 6 inciso 1 de nuestro 

C·digo Civil, que en su parte final se¶ala que la ley ña partir de su promulgaci·n en 

el Registro Oficial...se entender§Ӣ conocida de todos desde entoncesò queda 

claramente establecido que no se justifica el desconocimiento de la o las normas 

que sancionen la infracción de la usura. 

 

Cabe señalar que no solo la amplitud, la complejidad, son las causas para realizar 

actos de usura, es fundamentalmente la incapacidad de contar con capital para 

instalar negocios que sirvan de fuentes de ingreso; la población con escasos 

recursos económicos, sin fuentes de trabajo,  y al no tener ingresos para subsistir 

se ven abocados acudir al chulquero conocido vulgarmente. No es desconocido 

que el complejo cumplimiento de requisitos para acceder a créditos financieros, 

solamente son para quienes poseen bienes muebles e inmuebles, o una fuente de 

ingresos seguros y estables, que hoy por hoy es mucho más difícil gozar de esa 

estabilidad requerida por las financieras. 

 

Continuando con el caos legal  español muy similar al del Ecuador,  el jurista 

español,  Dr. Francisco de Castro y Bravo, dice: ñNuestro Derecho no acoge ni 

tiene que acudir a la farsa gigantesca y monstruosa de suponer en toda persona 

una sabiduría inasequible hasta a los mejores juristas: la de no ignorar nada del 

derecho. El Art. 2o tiene razones claras de justicia y se basa en el deber de 

cooperación de todos en la realización del derecho; una manifestación de esta 

colaboración es respetar las leyes, incluso las que no se conocen, y reconocer sus 

consecuenciasò. (De Castro y Bravo, 1949, pág. 549) 

 

Sin embargo la usura, por el enredo legal existente, es decir, la no aplicación de las 

escasas normas existentes, la falta de denuncias, la incredulidad en el sistema 
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legal, a veces la impunidad de la misma, es que sigue estando vigente para 

engañar y abusar de los más pobres, que caen en manos de verdaderas redes de 

usureros, quienes sin escrúpulos y gozando de la más execrable impunidad, 

abusan de esta condición.  

 

Llegamos al punto inverosímil  de asegurar que en varios países las instituciones 

llamadas a defender el orden y seguridad p¼blica son sus coautores, c·mplices o 

encubridores, as²Ӣ encontramos a jueces y autoridades de todo tipo, que han sido 

serviles con la usura, y  uno de los ejemplos más sonados y vergonzosos de 

nuestro país fue el caso del Notario Jos®Ӣ Cabrera de la Ciudad de Machala, donde 

se aplica perfectamente el refrán popular   ñlas leyes son como las telara¶as: los 

insectos peque¶os quedan atrapados en ellas, los grandes las rompenò.  

 

El pensamiento del jurista italiano, Dr. Francesco Carnelutti, cuando desencantado 

del pobre ordenamiento jurídico que rige en la mayoría de países del mundo, 

manifestó una gran verdad: ñla verdad es que el Derecho sirve cada vez menos...el 

derecho no est§Ӣ hecho sino para los mediocres: los buenos no precisan de él; los 

malos no le tienen miedoò (Carneluti, 1980, pág. 67) 

 

Para quienes practicamos el derecho, sabemos que esa es una realidad, porque se 

debe enfatizar que las personas de bien, que viven en armonía, dentro de una 

sociedad y que respeten el orden constituido,  muy difícilmente  podrían estar en 

medio de un conflicto legal peor moral; por el contrario aquellos que se 

acostumbran a delinquir, a vivir al  margen de la ley, no tienen ningún temor o 

miedo a los juicios porque saben de las falencias del  sistema judicial.  Muchas de 

las veces los poderosos en poder y económico son los que corrompen a la justicia 

y los administradores de justicia mediocres que ocupan los cargos por favoritismos, 

personales, y políticos quedando en el vacío las leyes y la constitución, el propósito 

es defender intereses personales. 
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2.5.  El Delito de Usura en el Derecho Comparado  

Para poder dar un enfoque más amplio y poder comparar este tema, la usura, con 

las diferentes legislaciones de países amigos, fue necesario analizar los criterios 

jurídicos y doctrinarios. 

 

De todas las doctrinas jurídicas analizadas, se puede encontrar que no todas tienen 

las mismas leyes, que su pensamiento es diferente, no todas aplican los mismos 

principios, por ende lo que es permitido para unos, es prohibido para otros; y, lo 

que es punitivo para unos, es eminentemente civil para otros; entonces por estas 

marcadas diferencias es que no se puede obtener un criterio único sobre lo 

investigado, esto es sobre la usura.  

 

Al analizar las acciones del hombre, y encontrarnos con estas diferencias 

marcadas, en los ordenamientos jurídicos, e incluso de percepción, podemos decir 

que gran parte se debe a la diferencia de culturas, a la influencia de las m¼ltiples 

escuelas del derecho y a las vivencias o necesidades de las diferentes  

sociedades, ya que no todas son similares en la forma aunque en el fondo siempre 

lo repudiado ser§Ӣ repudiado por todos, en nuestro caso, hay un denominador 

común, siempre se rechaza la usura, el abuso, la viveza.  

 

De lo expuesto, se colige que la usura ha sido y es rechazada por todas las 

sociedades del mundo, por lo tanto para unos seguir§Ӣ teniendo el car§cter de 

punitiva, mientras que para otros ser§Ӣ un asunto civil.  

 

Todos a su manera tratarían de proteger al bien común, a la sociedad pero 

lamentable del otro lado se encuentra la corrupción en todas sus formas, la cual 

viene operando de manera muy fácil en la gran mayoría de países, esta realidad es 

la que no ha permitido que el   derecho sea totalmente sinónimo de justicia y de 
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legalidad, pues muchas veces se aplica la justicia de manera equivocada o solo a 

los menos protegidos del sistema es decir los pobres del mundo que son quienes 

han sido explotados de una y mil formas entre ellas la usura. 

 

En este punto vale mencionar que la usura, en la gran mayoría de países siempre 

ha contado con cómplices de primera línea, como por ejemplo gobiernos corruptos, 

la iglesia, las entidades del sistema financiero y la oligarquía, que por el poder que 

siempre han tenido terminaron beneficiándose de la necesidad de quien ha 

recurrido a los préstamos de dinero.  

 

En España, la usura ya no es delito, porque fue despenalizada, llevándola 

exclusivamente al ámbito del Derecho Civil, en el C·digo Civil se encuentran 

tipificadas las normas pertinentes para el caso en el que existan intereses usuarios, 

lo cual luego del juicio pertinente y evacuar las pruebas previstas, la sentencia 

acarrear§ principalmente la nulidad del contrato celebrado.  

 

Ahora bien, en pa²ses de nuestra regi·n se conoci·Ӣ que en Brasil, Colombia y 

Uruguay, existe una determinación precisa para las tasas de interés; en el primer 

caso, Brasil, el tema ha sido tratado constitucionalmente, y, en el segundo, 

Colombia y Uruguay de manera civilista, como se analizar§ oportunamente.  

 

Argentina por su parte, pone especial énfasis en el aprovechamiento de las 

necesidades de la víctima del usurero, mientras que en Chile existe una ley penal 

en blanco similar a la existente en el Per¼Ӣ y en el Ecuador, es decir en   estas 

legislaciones de necesita de otras leyes para poder aplicarse la norma lo cual viene 

a dificultar la administración de justicia. 

 



34 
 

Se hace pertinente agregar que el anatocismo se practicaba en Chile, lugar en el 

que esta figura era permitida por la ley hasta que en el gobierno de la Presidenta 

Michelle Bachelet fue derogado.  

 

2.5.1.  Conductas constitutivas de la usura en los cuerpos legales de 

Argentina,  Brasil, Colombia, Costa Rica, México, Uruguay y España.  

 

2.5.1.1. Argentina  

En Argentina el art²culo 175 del C·digo Penal sanciona con las penas de prisi·n y 

multa a la persona que aprovech§ndose de la necesidad, ligereza o la 

inexperiencia de una persona la hiciere dar o prometer, en cualquier forma, para s² 

o para otro, intereses u otras ventajas pecuniarias evidentemente 

desproporcionadas con su prestación u otorgar recaudos o garantías de carácter 

extorsivo. Igualmente existe una agravante respecto de los usureros profesionales 

o habituales, textualmente establece: 

 ñEl que, aprovechando la necesidad, la ligereza o la inexperiencia de una persona 

le hiciere dar o prometer, en cualquier forma, para s² o para otro, intereses u otras 

ventajas pecuniarias evidentemente desproporcionadas con su prestación, u 

otorgar recaudos o garant²as de car§cter extorsivo, ser§Ӣ reprimido con prisi·n de 

uno a tres años y con multa de tres mil a treinta mil pesos.  

La misma pena ser§Ӣ aplicable al que a sabiendas adquiriere, transfiriere o hiciere 

valer un crédito usurario. 

La pena de prisión ser§Ӣ de tres a seis años, y la multa de quince mil a ciento 

cincuenta mil pesos., si el autor fuere prestamista o comisionista usurario 

profesional o habitualò. (Código Penal de Argentina) 
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Según lo expresado por el penalista argentino Dr. Juan Jos®Ӣ Ćvila, quien dice: ñes 

conveniente tener presente que Código Penal no sólo castiga el cobro excesivo de 

intereses, es decir la llamada usura crediticia, sino también reprime la obtención de 

ventajas pecuniarias marcadamente desproporcionadas con su contraprestación en 

cualquier tipo de acto jurídico bilateral y oneroso, siempre que para ello el sujeto 

activo se haya aprovechado de la situación de necesidad o de la ligereza o de la 

inexperiencia del otro". (Ávila, s/f, pág. 887) 

 

Se complementa lo anterior, con otro criterio del gran jurista argentino, el Dr. 

Ernesto Ure, quien señala que dentro de la figura de la usura deben comprenderse 

una serie de conductas irregulares, tales como:  "vender algo a precio exorbitante, 

exigir un precio exagerado por el alquiler de una casa, cobrar un honorario 

profesional desmesurado aprovechando la gravedad del enfermo... comprar algo a 

ínfimo precio, obtener en las mismas condiciones una cesión de crédito, una 

permuta o una locación; del mismo modo obtener la constitución o la pérdida de un 

derecho real". (Ure, 1967, pág. 24) 

 

Es vital acoger lo señalado por el Dr. Ernesto Ure,  que  hace entender, que dentro 

de esta acción antijurídica de la usura,  estaría comprendido, la venta a precios 

exorbitantes, cobrar una renta exagerada de una casa o subir los arriendos, sin que 

en ninguno de estos casos se considere las estipulaciones contempladas en el 

ordenamiento jurídico, por lo tanto,  carece de todo fundamento legal, de equidad y 

respeto. 

 

2.5.1.2. Brasil  

La normativa brasilera parece ser la más similar al ordenamiento jurídico del 

Ecuador, puesto que, la legislación brasilera a través de la Constitución Federal del 

Brasil en su artículo 192 numeral 3o, dispone que en los contratos de mutuo se 

restringe al 12% anual, el total de intereses y comisiones, calificando 
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inmediatamente como crimen de usura a toda conducta que exceda aquellos 

montos, lo cual también es aplicable a los préstamos entre particulares, esto es 

muy importante porque se pone un límite terminante entre lo legal y lo ilegal, lo cual 

es muy beneficioso para todos, principalmente para las personas que acceden a 

los créditos que desde un comienzo ya tienen claras las reglas del juego y saben el 

monto de interés real del crédito al que acceden y que deben pagar, así, en teoría 

todos están respetando la ley para no terminar siendo enjuiciados penalmente.  

 

2.5.1.3. Colombia  

En la legislación colombiana, el artículo 305 del Código Penal, mediante Ley 599 

del año 2000, establece al delito de usura dentro de los siguientes términos: ñEl que 

reciba o cobre, directa o indirectamente, a cambio de préstamo de dinero o por 

concepto de venta de bienes o servicios a plazo, utilidad o ventaja que exceda en 

la mitad del interés bancario corriente que para el per²odo correspondiente est®n 

cobrando los bancos, seg¼n   certificaci·n de la Superintendencia Bancaria, 

cualquiera que sea la forma utilizada para hacer constar la operaci·n, ocultarla o 

disimularla, incurrir§Ӣ en prisi·n de dos (2) a cinco (5) a¶os y multa de cincuenta 

(50) a doscientos (200) salarios m²nimos legales mensuales vigentesò.  

 

Con estas sanciones la legislación colombiana,  demuestra la firme intención de 

terminar por completo con la usura como práctica común, por cuanto ya ha cobrado 

muchas víctimas, pues, como es bien conocido a nivel mundial, en Colombia se 

maneja el sicariato desde hace mucho tiempo atrás, como un método poco 

ortodoxo para asegurar el pago de los préstamos realizados. 

 

En Colombia, se sanciona con pena de prisión, al que reciba o exija el pago de 

manera directa o indirectamente, por un  préstamo de dinero o por concepto de 

venta de bienes o servicios a plazo, utilidad o ventaja que exceda en la mitad del 
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interés bancario corriente que para el período correspondiente estén cobrando los 

bancos, según certificación de la Superintendencia Bancaria.  

 

El monto del interés máximo legal colombiano alcanza «hasta el 49% sobre el 

interés bancario corriente», lo  que resulta bastante excesivo para una economía 

que es muy similar a la ecuatoriana, influyendo directamente en la imposibilidad de 

terminar de pagar el crédito oportunamente, por cuanto al ser muy alto el interés, lo 

cual es aprovechado por el prestamista para seguir cobrando una deuda que no se 

acaba nunca, peor aun cuando la tasa de interés no es fija, sino que cambia cada 

cierto tiempo, lo que es aprovechado por los prestamistas para hacer los ajustes de 

los intereses.  

 

2.5.1.4. Costa Rica  

En Costa Rica, de acuerdo a la ¼ltima propuesta sobre la ley de usura, la Asamblea 

Legislativa de Costa Rica est§ discutiendo una propuesta, la cual manifiesta lo 

siguiente: ñlos intereses, las compensaciones, las comisiones u otros cargos se 

considerarán de usura cuando, singular o conjuntamente, superen la tasa básica 

pasiva, más el margen de intermediación multiplicado por uno punto cinco. 

Cualquier contrato convenido con intereses superiores a la tasa b§sica ser§Ӣ 

absolutamente nulo. Tanto la tasa básica pasiva como el margen de intermediación 

ser§n calculados de acuerdo con los ²ndices del Banco Central de Costa Ricaò. 

(Asamblea Nacional de la República de Costa Rica, s/f) 

. 

Este proyecto de Costa Rica, no sería el adecuado para sancionar a la usura, 

porque  re¼ne todas las caracter²sticas de la  ñley penal en blancoò, muy similar a la 

que tenemos en el Ecuador, es decir, se trata de una ley que es inaplicable y esto 

se evidencia porque se calcula una tasa básica permisible, y  si aquella es 

sobrepasada entonces se constituye la usura, entonces esta sanción está señalada 

vagamente y sin precisión, y esto es aprovechado por los prestamistas ya sea 



38 
 

legales o ilegales, a quienes se les facilita de una manera totalmente fácil una 

manera fácil de hacer dinero.  

 

2.5.1.5. México  

Para analizar lo que ocurre en México, se debe mencionar que el Código Penal 

Federal de los Estados Unidos Mexicanos, en su capítulo VIII, artículo 212, 

sanciona la usura dentro de los siguientes t®rminos:  ñAl que, aprovechando la 

ignorancia o la necesidad económica de una persona, obtenga de esa, mediante 

convenio formal o informal, ganancias notoriamente superiores a las  vigentes en el 

mercado, caus§ndole con ello perjuicio econ·mico, se le impondr§n de uno a 

cuatro a¶os de prisi·n y de cincuenta a doscientos pesos de multa. Asimismo, se le 

condenar§ al resarcimiento, consistente en la devolución de la suma 

correspondiente a los intereses devengados en exceso, más los perjuicios 

ocasionados.ò 

 

Como se puede observar en la legislación mexicana no existe una referencia 

explícita al promedio de las tasas bancarias, sino a las tasas vigentes en el 

mercado, lo que obviamente permite enjuiciar a quienes cometen el delito de usura.  

 

Pero esta norma no resulta muy efectiva, puesto que en algunos estados 

mexicanos por sentirse desprotegidos por las normas nacionales, y en virtud de su 

autonomía, han endurecido las penas por el cometimiento del delito de usura, as²Ӣ 

por ejemplo, se encontr·Ӣ que en el Estado de Coahuila, el Congreso de dicho 

Estado, aprob·Ӣ por unanimidad reformar el art²culo 430 del C·digo Penal mexicano 

dentro de los siguientes términos: ñSe castiga el delito de usura con prisi·n de seis 

meses a ocho años y multa hasta de 400 veces el salario mínimo vigente en la 

zona, a quien cobre intereses superiores a los bancarios en préstamos en cualquier 

forma contractualò. (Presidencia de la República de México, 2004) 
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Fue muy importante el dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos 

constitucionales que coordina el diputado Jesús Mario Flores Garza, al señalar que 

ñlos graves problemas por los que atraviesa la sociedad coahuilense debido a las 

crisis económicas recurrentes y la  inestabilidad en el empleo, provocan que un 

sinnúmero de personas, se vean en la necesidad de recurrir a pedir prestado a 

usureros o agiotistas1 (...) el agiotismo se convirti·Ӣ en un negocio mucho más 

rentable que la banca legalmente establecida, porque no pagan impuestos, ni 

empleados ni renta y obligan a los deudores a pagar intereses superiores al 10 por 

ciento mensual al margen de toda regulación y supervisión oficial. 

 

Además los agiotistas aprovechan los vacíos de la ley para hacer creer que son 

intocables, condicionan al deudor como si fuese un delincuente para después llegar 

a las amenazas y en la gran mayoría con el concurso de jueces civiles despojan de 

su patrimonio a los que tienen el infortunio de caer en sus manosò. (Presidencia de 

la República de México, 2004) 

 

El Estado de Durango,  al no estar de acuerdo con la normativa nacional, el 

diputado del Partido Duranguense, Jos®Ӣ Alfredo Salas, respecto de la usura 

expres·:  

ñéla clase de usureros que operan son tres: las empresas financieras que se han 

instalado desde hace cinco años, las compañías de venta de muebles, 

electrodomésticos y lotes de autos y las sociedades hipotecarias que 

supuestamente abusan de la demanda de vivienda. Según el legislador, han 

existido grandes ventajas para este tipo de empresas o personas que han operado 

sin ningún problema en Durango, y al amparo de una normativa obsoleta que 

ambiguamente no estipula cantidades que indiquen cuando se comete el delito de 

usura. (Navarra Rodríguez, 2006) 

                                                           
1
  Especuladores, acaparadores 
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En rengl·n seguido manifiesta que ñEntre algunas de las compa¶²as y personas 

antes mencionadas, el diputado manifest·Ӣ que en primer lugar se encuentran los 

prestamistas que a cambio de garant²as como bienes  inmuebles o joyas prestan 

dinero a plazos con intereses muy por encima de los usuales en el mercado 

financiero. Por otro lado, algunas empresas de venta de muebles y 

electrodom®sticos, as²Ӣ como lotes de autos usados se aprovechan de la falta de 

liquidez de sus clientes y se anuncian con publicidad engañosa, mismo caso que 

se registra en el asunto de las hipotecarias de vivienda...ò. (Navarra Rodríguez, 

2006) 

 

Afortunadamente la iniciativa de aumentar las sanciones para el delito de usura 

rindió sus frutos, ya que el nuevo Código Penal del Estado de Durango,  dispuso en 

el art²culo 429 ñAl que obtenga de otra persona ventajas usurarias por medio de 

contratos o convenios, en los cuales se estipulen réditos o lucros superiores a los 

usuales en el mercado, se impondr§Ӣ de uno a nueve a¶os de prisi·n y multa 

equivalente hasta de dos tantos de los intereses devengados en exceso.ò 

 

En el plano nacional, la mayor preocupación actual de la República de México 

radica en combatir la ñusura institucionalizada de las tarjetas de cr®ditoò, ya que 

seg¼n manifiesta el autor Ricardo Monreal en su art²culo ñMovimiento de Tarjeta 

habientesò citado por el periodista Gast·n Pardo en el portal ñkaosenlaredò expresa: 

ñEl Senado de los Estados Unidos Mexicanos aprob·Ӣ modificaciones a diversas 

leyes en materia financiera con el propósito de proteger a los usuarios de tarjetas 

de créditoò. (Pardo, 2012). 

 

Por ejemplo, las nuevas disposiciones proh²ben a los bancos enviar tarjetas de 

cr®dito pre aprobadas sin que sean solicitadas, as²Ӣ como elevar el l²mite de 

endeudamiento sin el consentimiento del cliente. Queda también prohibido cobrar 
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intereses por sobregiro en la cuenta, entre otras disposiciones. Sin 

embargo,   todas estas medidas son apenas una aspirina para el c§ncer que el 

pr·ximo a¶o representar§ la cartera vencida de tarjeta habiente (siete millones de 

usuarios se encuentran actualmente en esa condici·n), que crecer§Ӣ con los 

despidos masivos y el estancamiento de la economía. Nada de esto, sin embargo, 

parecer interesar a los bancos operadores de las tarjetas de crédito, que han hecho 

de este instrumento auxiliar de crédito la principal fuente de ganancias 

extraordinarias (...) (Pardo, 2012) 

 

El tratadista mexicano avizora, que las tarjetas de crédito son los instrumentos 

legales para cometer el delito de usura, a vista y paciencia de autoridades, y en 

clara violación a las disposiciones legales; además, señala que en un futuro no 

lejano el porcentaje de endeudamiento con estos instrumentos legales se 

duplicaran a consecuencia del estancamiento económico, y consecuentemente con 

los despedidos intempestivos de los trabajadores. 

 

En el artículo continúa indicando en que consiste el t®rmino ñusuraò y lo define: ñel 

origen del problema con las tarjetas de crédito puede parecer excesivo a algunos, 

pero es el que mejor refleja la incubación, desarrollo y crisis de lo que hoy padecen 

millones de mexicanos. Usura es ñcualquier ganancia excesiva que se obtiene de 

algoò. àQu® es una ñganancia excesivaò?2 Lo que se obtiene de manera anormal, 

en condiciones de excepción o de ventaja frente a condiciones similares de 

operación económica. Es un exceso que el 48% de las ganancias de los bancos en 

el 2007 provenga del cobro de comisiones, intereses y otros cargos a los tarjeta 

habientes (52 mil millones de pesos). Es un exceso que lo que captan los bancos y 

lo que cobran en las tarjetas sea de una diferencia de hasta 10 veces. (Pardo, 

2012) 

 

                                                           
2
  Lo que se obtiene de manera anormal, en condiciones de excepción o de ventaja frente a 

condiciones similares de operación económica 
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Hace una clara comparación entre los intereses de las tarjetas de crédito  de los 

bancos norteamericanos y mexicanos, donde hace notar la diferencia abismal entre 

los dos, donde el sistema financiero mexicano cobra intereses elevados por medio 

de las tarjetas de crédito. 

 

Lo El estudioso Pardo, sigue en el art²culo se¶alando que ñ un exceso que el 

diferencial entre lo que pagan a los ahorradores y lo que cobran a los tarjeta 

habientes sea de 30 a 40 puntos. La Comisi·n Econ·mica para Am®rica Latina 

(CEPAL), en su reporte sobre ñla competencia bancaria en M®xicoò, exhibi·Ӣ la 

usura de nuestras tarjetas de cr®dito (...) ñEn M®xico pagamos 178% m§s por la 

tarjeta Banamex clásica que los tarjeta habientes del City Bank en los Estados 

Unidos; 115 por ciento más por la tarjeta Bancomer Visa, que lo que los tarjeta 

habientes de este banco pagan en Espa¶a, al pagar por ella 80.76% anual......ò. 

(Pardo, 2012) 

 

Finalmente en el mismo artículo indica que por los reiterados abusos de los 

banqueros mexicanos ya se estarían tomando severas medidas contra este tipo de 

usura, la cual no se compadece de la realidad social y económica, especialmente 

se estaría tratando de frenar a nivel de todas las instituciones del sistema 

financiero, bancario y comercial, porque vale recordar que los banqueros han sido 

quienes lograron amasar grandes fortunas con este tipo de usura encubierta que 

no ha hecho sino sumergir en la pobreza a millones de personas. 

 

2.5.1.6. Uruguay  

En la República del Uruguay existe una normativa completa y detallada sobre la 

usura, la más importante la constituye la reciente Ley No 18.212 sobre ñUsura y 

normas para atender su problem§ticaò, de fecha 5 de Diciembre de 2007. 
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La misma fue analizada a fin de acoger los aspectos más positivos de dicha 

normativa, en el Cap²tulo I, referente a las tasas de inter®s y usura, lleva como 

t²tulo ñOPERACIONES COMPRENDIDAS Y TASAS DE INTER£Sò. En su art²culo 1 

se refiere a las ñOperaciones comprendidasò, sujetando a las disposiciones de la 

mencionada ley a las operaciones de crédito o similares realizadas por personas 

naturales o jurídicas. Claramente se define a las operaciones de crédito como: 

ñAquellas por las cuales una de las partes entrega una cantidad de dinero, se 

obliga a entregar bienes o servicios y la otra a pagarla en un momento diferente de 

aquel en el que se celebra la operaci·nò.  

 

 Y con el objeto de delimitar de una manera clara y precisa qu® operaciones se 

asimilarán a las operaciones de crédito, en el artículo 1, establece:  

a) El descuento de documentos representativos de dinero.  

 

b) Las operaciones con letras de cambio y con documentos representativos de 

obligaciones de crédito pagaderos a la vista, a cierto plazo desde la vista, a 

cierto plazo desde su fecha o a fecha fija.  

 

c) El financiamiento de la venta de bienes y servicios otorgando crédito 

mediante el uso de tarjetas, órdenes de compra u otras modalidades.  

 

Gracias a este espectro, la legislación uruguaya ha conseguido el control a toda la 

gama de actividades financieras para lograr regularlas de una manera eficiente.  

Destaca dentro de este interesante cuerpo legal, el artículo 3, el mismo que señala 

los tipos de inter®s, clasific§ndolos en ñcompensatorios y de moraò, aclarando en la 

disposición que éstos deben ser pactados en términos claros y precisos, en los 

correspondientes documentos que se suscriban.  
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En el inciso 2o del art²culo 3 se determina cuando se aplicar§ el inter®s de mora, el 

cual s·lo corresponder§Ӣ a las operaciones de cr®dito vencidas e impagas, durante 

el período en que se hayan producido los atrasos, toda vez que el deudor haya 

incurrido en mora, de acuerdo con los términos y condiciones pactadas.  

 

En el mismo artículo inciso 3o  constituye un inconveniente para las instituciones 

que a través de los años vienen practicando la usura, en el sentido de que en las 

operaciones de crédito pagaderas en cuotas, los intereses de mora sólo podrán 

aplicarse sobre el monto de las cuotas vencidas e impagas y no sobre el saldo de 

deuda total, aun cuando éste fuera exigible, situación que no es del agrado de las 

instituciones financieras de aquel país porque no    les es conveniente pues 

constituye una traba para cobrar los altos intereses que están acostumbrados a 

cobrar. 

 

A simple vista, y sin tener un mayor conocimiento financiero, ni legal, podemos 

observar que se impide el anatocismo;  y si es que hubiese algún tipo de 

incumplimiento, se permite aplicar, solamente, el cálculo de los intereses a las 

cuotas vencidas e impagas.  

 

La jurisprudencia del Uruguay respecto de las tasas de interés fijas, en la ley Nro. 

18.212 según aparece en el artículo 4, se dice que éstas pueden ser nominales o 

efectivas anuales y para los efectos del cálculo de la tasa efectiva anual y de las 

tasas de interés de mora, los años se considerarán de trescientos sesenta y cinco 

días.  

 

Lo importante de este cuerpo legal es que las bases de cálculo para liquidar los 

intereses, deberán hacerse de acuerdo a lo establecido en el artículo 5 del mismo 
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cuerpo legal, solamente sobre los saldos de los capitales efectivamente prestados 

o de los saldos financiados.  

 

Otra característica, entre otras, es que la liquidación de intereses radica en que no 

podrán aplicarse simultáneamente la tasa de interés compensatorio y la de mora 

sobre el mismo importe, lo cual beneficia a los usuarios de los créditos.  

 

El Cap²tulo II de la precitada Ley, se encarga de regular la ñOperatividad de las 

Tarjetas de Cr®ditoò,  as² en su artículo 6 se determina que: ñen la utilización de 

tarjetas de crédito, emitidas con finalidad de consumo personal o familiar, las 

compras de bienes y servicios realizadas entre dos fechas consecutivas de cierre 

del estado de cuenta, no devengarán intereses entre la fecha de compra o de 

imputación de gastos en cuenta y la del primer vencimiento del estado de cuenta 

posterior a la misma, cuando el tarjeta habiente optara por cancelar el total del 

saldo del estado de cuenta en la fecha de vencimiento.ò 

 

Lo que evidencia en este caso y en la legislación invocada, que si se ha usado la 

tarjeta como tarjeta de compra y no de crédito, no deberá aplicarse ningún tipo de 

interés.  

 

También se destaca en este cuerpo legal la regulación de los intereses de los 

pagos parciales (artículo 7), los saldos impagos (artículo 8), los retiros en efectivo 

(artículo 9). 

 

De igual manera es importante señalar que en el artículo 10, se  trata los intereses 

usurarios de las operaciones de   crédito, calculándolos por medio de fórmulas 

matemáticas su forma en determinarlos. 
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Así también en el referido artículo determina la forma de calcular los intereses 

usurarios que se aplican a las operaciones de crédito originadas por la venta de 

bienes y servicios no financieros realizadas por el propio proveedor, estando 

facultado el Poder Ejecutivo con el asesoramiento de la autoridad aplicar lo que 

corresponda, para reglamentar las condiciones óptimas con el fin de que algunas 

cláusulas penales puedan ser excluidas de este cálculo, en particular en aquellos 

contratos de compraventa de inmuebles u otros bienes.  

 

El tope máximo de interés, según el artículo 11 se configura cuando la tasa 

implícita superare en un porcentaje mayor al 60%, las tasas medias de interés 

publicadas por el Banco Central del Uruguay, correspondientes al trimestre móvil 

anterior a la fecha de constituir la obligación.  En el Capítulo VI de esta normativa 

se trata sobre la ñusura civilò y la ñusura penalò, diferenciando claramente una y otra 

cuando se expresa: 

 

Configurada la usura civil conforme a lo dispuesto en la mencionada ley, caducar§ 

el derecho a exigir el cobro de intereses, compensaciones, comisiones, gastos u 

otros cargos de cualquier naturaleza, salvo las costas y costos por el crédito 

subsistente, debiendo descontarse, entre otros las compensaciones, comisiones, 

gastos, u otros cargos de cualquier naturaleza ya cobrados. Es obligación de los 

Jueces comunicar a la autoridad administrativa competente la identidad del 

infractor. (artículo 21)    

 

En cuanto a la usura penal ®sta se configura en toda operaci·n de cr®dito, donde 

exista aprovechamiento de la necesidad, la ligereza o inexperiencia de una 

persona, a quien se le hiciere dar o prometer, para s² o para otros, intereses 

usurarios, ser§Ӣ castigado con seis meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 

Esta pena de seis meses de prisión a cuatro años de penitenciaría también se 

aplica en los siguientes casos: primero al que procurare, adquiriere, transfiriere o 
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consiguiere para otro un crédito, cobrando o haci®ndose prometer para s² o para 

otro, una comisión usuraria por su mediación; y, segundo: al que adquiriere, 

transfiriere o hiciere valer un crédito usurario. Contemplándose además las 

agravantes siguientes: 

 

a) La actividad profesional o habitual como oferente de crédito, prestamista o 

comisionista.  

 

b) La aceptación o exigencia de recaudos o garantías de carácter extorsivo. 

  

c) La intenci·n de obtener un provecho econ·mico excesivo para s² o para 

otros.  

 

d) La inclusión como capital de lo que corresponda a intereses u otros cargos. 

  

e) La simulación del préstamo o de las cantidades documentadas bajo una 

forma jurídica diversa. (artículo 22) 

 

En cuanto al control del cumplimiento de las disposiciones de esta ley, seg¼n el 

Cap²tulo VII, art²culo 24, estar§Ӣ a cargo del Banco Central del Uruguay en lo que 

respecta a las empresas de intermediación financiera y en el Área de Defensa del 

Consumidor de la Direcci·n General de Comercio del Ministerio de Econom²a y 

Finanzas tendr§Ӣ competencia en lo que respecta al cr®dito comercial otorgado por 

proveedores de bienes y servicios no financieros en el marco de relaciones de 

consumo y en el resto de los casos en general.  

 

2.5.1.7. España  

En este país la usura no est§Ӣ tipificada penalmente, pues la legislaci·n espa¶ola la 

despenaliz· y por ende, es eminentemente civil, y se encuentra establecida en el 

capítulo referente a la nulidad del contrato. 
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Esta normativa, en lo principal, dispone que el acreedor no tiene derecho a cobrar 

otro valor que no sea el del capital.  La usura al ser considerada como un asunto 

civil y/o de consumo, tiene como máxima sanción una multa y eso se aplicaría para 

los casos de reincidencia.  

 

Para tener un mejor conocimiento de la legislación española se consideró como 

referencia legislativa de la usura, a la Ley Azcarate, de fecha 23 de julio de  1908 y 

vigente hasta la actualidad en aquel país, la cual entre los artículos pertinentes, 

reprime la usura, señalando expresamente que se sanciona por usura entre otras 

conductas a ñtodo contrato de pr®stamo en que se estipule un inter®s notablemente 

superior al normal del dineroò. 

 

Para tener una mejor comprensión de lo antes señalado,  el artículo 1 de la Ley 

Azcarate estipula lo siguiente: ñSer§ nulo todo contrato de pr®stamo en que se 

estipule un interés notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente 

desproporcionado con las circunstancias del caso o en condiciones tales que 

resulte aquel leonino, habiendo motivos para estimar que ha sido aceptado por el 

prestatario a causa de su situación angustiosa, de su inexperiencia o de lo limitado 

de sus facultades mentales.  

 

Ser§ igualmente nulo el contrato en que se suponga recibida mayor cantidad que la 

verdaderamente entregada, cualesquiera que sean su entidad y circunstancias. 

Ser§ tambi®n nula la renuncia del fuero propio, dentro de la poblaci·n, hecha por el 

deudor en esta clase de contratosò. (Parlamento Español, 1908). Es importante 

recalcar que la usura fue despenalizada en el año de 1995, rompiendo de esta 

manera el criterio penalizador que contenía el Código penal español de 1928. 
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Del análisis comparativo de los siete países, en su mayoría latinos, a la usura es 

tratada en el ámbito penal, salvo en España partir de 1995, que es tratada en 

contratos, en el área civil, Uruguay es el país que protege de manera clara y 

concreta a sus ciudadanos de este delito, con una legislación clara y concreta. 

Siendo Brasil, Ecuador y México donde existe la ley blanca. 

 

2.6.  Antecedentes 

El Derecho Romano, no toleró el cobro de cualquier interés, sin embargo el término 

de usura no fue utilizado para marcar una diferencia entre el interés admisible y el 

prohibido jurídicamente, de hecho la prohibición de la usura como proscripción de 

todo interés, es una institución, originaria del judaísmo en el que se hace uso de 

una regulación diferencial, permitiendo la práctica de la usura a los extranjeros y 

proscribiéndola entre los judíos. En el seno del cristianismo la prohibición de la 

usura como prohibición de todo interés, se hizo extensiva a todos los hombres. 

 

El tratadista (Le Goff) (1996), en su obra ñLa bolsa y la vidaò, menciona definiciones 

medievales y cristianas en torno a la usura, las cuales citan lo siguiente: ñPara San 

Ambrosio la usura es recibir más de lo que se ha dado (Usura est plus accipere 

quam dare); para San Jerónimo se llama usura y exceso cualquiera que sea éste, 

si se percibió más de lo que se dio (Usuram appellari et superabundantiam 

quidquid illud est, si ab eo quod dederit plus acceperit); y el Decreto de Graciano 

refiere que todo lo que se exige más allá del capital es usura  (Le Goff, 1996, p. 

37).   

 

Las definiciones, antes referidas son entendidas como ñusuraò; a lo que 

actualmente llamamos ñinter®sò. Confirmando la opini·n de Landreth & Colander 

(2000), quienes sostienen que:  ñEl significado del t®rmino usura ha cambiado 

desde la época del escolasticismo. Tal y como se emplea ahora, denota un cargo 
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de una tasa excesiva de interés: pero en la doctrina escolástica, trasmitía el sentido 

bíblico y aristotélico de cualquier inter®sò (p. 31). 

 

Le Goff, en su explicación en torno a la usura refiere que lo parece que ocurrió 

desde finales de la edad media, es que los t®rminos, ñusuraò e ñinter®sò fueron 

diferenciándose en la medida en que fueron progresivamente admitiéndose como 

legales mecanismos para justificar el interés como el lucro cesante, el daño 

emergente, el riesgo, el trabajo y la moratoria, de modo que el t®rmino ñinter®sò fue 

reserv§ndose para los cobros legalmente justificados, dej§ndose el t®rmino ñusuraò 

para los intereses ilegales y quedando reservado para el interés excesivo ilegal e 

inmoral. 

 

Para Aristóteles, la Usura es una de las formas más aberrantes de obtener dinero, 

ya que sus ganancias son producto del mismo dinero y mas no de los objetos 

naturales. Afirma que: ñHay una rama de industria digna de la execración general, y 

es el tráfico de dinero que saca ganancia de la moneda violentando su oficio...El 

signo monetario fue inventado para facilitar las permutas; pero la usura lo hace 

productivo por sí mismo, porque así como un ser engendra otro ser, así la usura es 

moneda que engendra monedaò (Aristóteles, 2009). 

 

En la obra Curso de teología moral de (Sada Fernández & Monroy Campero) 

(1989), definen a la usura como: ñexigir por un pr®stamo un inter®s excesivo, 

aprovechando la gran necesidad del deudorò (p. 205).   

 

En la doctrina nacional, el penalista nacional Dr. Efraín Torres Chávez (2004), al 

definir a la usura la señala como:  ñEn significado m§s amplio, y casi predominante 

ya, usura es sinónimo de excesivo interés, de odiosa explotación del necesitado o 

del ignorante, del precio o rédito exagerado por el dinero a otro, que debe 
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devolverlo capital e intereses. Figuradamente, todo provecho o utilidad que se 

obtiene de una cosa; de modo especial cuando es grande o excesivo. La usura ha 

sido cuestión que ha agitado a la humanidad desde los albores de su organización 

económico-jurídica, por contraponerse intereses humanos muy poderosos: la 

apremiante necesidad del que pide, para salvar una situación, que, remediada, le 

permite tildar de explotador al que recurrió como salvador; el ansia de colocarlos 

capitales a rendimiento rápido, sin lo aleatorio y reducido de las explotaciones 

agr²colas por ejemplo y sin los azares del comercio.ò (Torres Chavez, 2004, p. 248) 

 

2.6.1. Definición de delito  

Francesco Carrara (1971), define al delito como: ñla infracci·n de la ley del Estado, 

promulgada para proteger la seguridad de los ciudadanos, y que resulta de un acto 

externo del hombre, positivo o negativo, moralmente imputable y políticamente 

da¶osoò (p. 60). 

 

El actual Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 19, denomina al delito 

como ñinfracci·nò; y, las define como ñLa infracción penal sancionada con pena 

privativa de la libertad mayor a treinta d²asò, anteriormente en el Art. 10 del Código 

Penal indicaba ñactos imputables sancionados por las leyes penalesò.  

 

De las definiciones transcritas se destacan los siguientes elementos:  

2.6.1.1. Acción: Al hablar de ñactosò, habla de acciones y omisiones, en 

consecuencia, de ñconductaò, lo que se manifiesta en el numeral 3 del art²culo 76 

de la Constituci·n de la Rep¼blica dispone que, en su primera parte: ñnadie podr§ 

ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no 

esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturalezaò.  
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2.6.1.2. Conducta típica 

La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 76, el numeral 3, da a 

entender que el legislador, en cumplimiento de su función de asegurar la pacífica 

convivencia de los individuos en una sociedad y para la protección de los bienes 

jurídicos, determina ciertas conductas que son atentatorias en contra de ellos y las 

conmina con una amenaza penal, es lo que se conoce como ñtipicidadò. 

 

La tipicidad es la descripción abstracta que la ley hace de aquello en que consiste 

un delito, de manera que no habrá un solo tipo sino tantos como delitos existen en 

nuestra legislación. Este concepto el tipo es abstracto y no se pone en una 

situación o conducta concreta en particular. Los tipos penales aluden a la acción 

t²pica a trav®s de un verbo, que t®cnicamente los penalistas llaman ñVerbo rectorò 

el que ocupa el núcleo de la descripción. Donde el legislador, en el cumplimiento de 

sus funciones determina ciertas conductas que son atentatorias en contra de ellos y 

las conmina con una amenaza penal. Se establece as² un ñcat§logo delictualò en el 

cual se anotan y concretan debidamente pormenorizadas las infracciones, en 

especial de tipo penal.  

 

Cada descripción objetiva de las mencionadas conductas atentatorias contra los 

bienes jurídicos se conoce como tipo, el tipo corresponde a la descripción que se 

hace por el legislador de aquellas conductas que le parecen reprochables y que 

conmina con una pena y la tipicidad resulta ser la condición de la conducta de 

ajustarse a un tipo determinado o sea la identificación que se produce entre el 

hecho concreto y la descripción abstracta formulada por el legislador.  

 

La tipicidad es consecuencia del principio de legalidad penal, significando, por esta 

razón, una calidad de acción humana. Esta conducta consiste en modelos 

abstractos de conductas que ofenden bienes jurídicos relevantes y que pueden 

manifestarse en el mundo de los hechos, porque esta operación que extrae del 
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mundo fáctico los hechos relevantes tiene como resultado la elaboración de los 

diversos tipos penales. Debe tenerse presente que tipicidad y tipo penal son cosas 

distintas, ya que el tipo penal es la descripción abstracta del delito, en un modelo 

de comportamiento; la tipicidad es la adecuación de la conducta al tipo penal. 

 

2.6.1.3. Conducta antijurídica 

La antijuridicidad es la contradicción entre una conducta y el ordenamiento jurídico. 

El hecho típico, salvo que se pruebe lo contrario, es un hecho que se ajusta al tipo 

penal, destacando que en la ley penal existen causas que excluyen la 

antijuridicidad del hecho típico. La tipicidad es un indicio de la antijuridicidad, misma 

que puede ser excluida si existe alguna causa que elimine su ilicitud.  

 

Para el jurista alemán, en materia penal Dr. Hans Welzel (1964), la antijuridicidad 

es una característica de la acción, por tanto la define: ñantijuridicidad es, pues, la 

contradicción de la realización de un tipo con el ordenamiento jurídico en su 

conjunto (no sólo con una norma aislada). En estas condiciones, por tanto, la 

antijuridicidad es siempre la contradicción entre una conducta real y el 

ordenamiento jur²dicoò (p. 47) 

 

A la antijuridicidad, se la puede definir como la contrariedad a la conducta con el 

ordenamiento jurídico, ya que en su significado literal antijuridicidad quiere decir 

anti (contrario) juridicidad (calidad o carácter de jurídico, conformidad a derecho, 

legalidad, licitud), es decir contrario a la norma jurídica.  

 

El delito, al definirse como un hecho típico y antijurídico, se da a entender que para 

la existencia de un ilícito penal, es necesario que la conducta típica, también sea 

antijurídica. 
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2.6.1.4.  Conducta culpable 

El principio de culpabilidad, en Derecho Penal, tiene estrecha relación con la 

m§xima latina ñnullum crimen sine culpa", es decir, que no hay delito sin culpa, lo 

que implica imponer la subjetividad a la responsabilidad penal.  

 

El Dr. Pedro Melo Pouchain Ribeiro, penalista brasileño al referirse a la 

culpabilidad, indica que la culpabilidad posee tres alcances en el Derecho Penal:  

a) Como elemento integrante del concepto analítico de delito: se concluye que 

la mera ocurrencia de un injusto penal (hecho típico e ilícito) no posee la 

aptitud suficiente ni apta para generar la responsabilidad penal del agente. 

La culpabilidad es considerada el tercer elemento integrante del concepto de 

delito, o sea, el delito es un hecho típico, ilícito y culpable. Sin culpabilidad 

no hay delito, pena o responsabilidad. 

 

b) Como principio medidor de la pena: la culpabilidad ejerce un papel 

semejante a la proporcionalidad. El individuo que comete un hecho típico e 

il²cito merecer§ ser penado de acuerdo a su culpabilidad (é) Conforme lo 

expuesto, la pena no podrá exceder el límite necesario a la reprobación por 

el delito practicado.  

 

c) Como impedimento de la responsabilidad penal objetiva: es el aspecto más 

relevante de la culpabilidad, consonante con la máxima nullum crimen sine 

culpaò. (Melo Pouchain, p. 2) 

 

2.7. Perspectiva del Marco Jurídico 

La usura es considerada en la mayor parte de las legislaciones, como un delito que 

atenta contra el patrimonio, donde media la exigencia de interés excesivos, 

producto de un contrato de mutuo, sin perjuicio que exista otros contratos en los 
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cuales se pueda mediar un interés excesivo, como acontece en los créditos 

bancarios o las compra venta de bienes muebles a plazo.  

 

El anatocismo, es el cobro de intereses sobre intereses, pues es la capitalización 

de los intereses de una cantidad prestada, ya que la regla general en el derecho 

comparado refiere que no se deben intereses sobre intereses mientras que, hecha 

liquidación de éstos, no fueren incluidos en un nuevo contrato como aumento de 

capital.  

 

Se denominan usureros a las personas que aplican intereses excesivos, calificativo 

que les corresponde tanto a los denominados ñchulquerosò como tambi®n a las 

casas comerciales y entidades financieras, que aplican comisiones de manera 

abusiva al precio de adquisición o al plazo de un producto o el valor de un crédito.  

 

Lamentablemente en el en el Ecuador, la limitada legislación adecuada, ha 

facultado para personas que gozaban de una notoria solvencia moral y ética, 

incurran en este tipo de conductas, que en su ejercicio abusaban de la necesidad 

humana, tal es el del notario Cabrera, de la ciudad de Machala quien movilizaba 

millonarias sumas de dinero. 

 

El artículo 308, inciso segundo de la Constitución de la República del Ecuador, 

prohíbe el anatocismo y la usura. Sin embargo, en la realidad, la usura constituye 

una práctica generalizada a la que nadie controla, así como el anatocismo, donde 

entidades bancarias o comerciales, con sus intereses abusivos afectan a quienes 

necesitan de un crédito. 
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El delito de usura, tipificado en el anterior Código Penal en el artículo 583 del 

Código Penal, nos advierte que nos encontramos frente a una norma obsoleta que 

no comprende la serie de conductas abusivas  existentes en la actualidad, que 

vayan más allá del cobro de interés excesivos, como acontece con las actividades 

de las instituciones financieras y comerciales, mismas  que se aprovechan de la 

necesidad, ligereza o inexperiencia de una persona necesitada, para conminarle a 

dar o prometer, en cualquier forma, para sí o para otro, intereses u otras ventajas 

pecuniarias evidentemente desproporcionadas con su prestación u otorgar 

recaudos o garantías de carácter extorsivo. 

 

El Código Orgánico Integral Penal, no realiza innovaciones en torno a las prácticas 

usurarias, pues lo tipifica como conducta a quienes suministren a terceros valores a 

cambio de un rendimiento económico que excede del interés máximo legal, 

normativa que no incluye el exceso en el cobro de las compraventas a plazo o el 

anatocismo bancario, pese a estar prohibida constitucionalmente.  

 

El Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 309, trata de la usura y  dispone 

lo siguiente: ñLa persona que otorgue un préstamo directa o indirectamente y 

estipule un interés mayor permitido por la ley, será sancionado con pena privativa 

de la libertad de cinco a siete años. 

 

Cuando el perjuicio se extienda a más de cinco personas, será sancionado con 

pena privativa de la libertad  de siete a diez años.  La persona que oculte simule la 

existencia de un negocio jurídico y oculte un préstamo usurario, será sancionado 

con pena privativa de la libertad de cinco a siete años. 
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En estos casos se ordenará la devolución a la víctima de lo hipotecado o prendado 

y la restituci·n de todo lo pagado de manera ilegalò. (C·digo Org§nico Integral 

Penal) 

 

La disposición del Código Orgánico Integral Penal, en su análisis permite recurrir al 

conocido aforismo romano ñnihil novum sub soleò; cuya traducción refiere "nada 

nuevo bajo el sol", entendiéndose que la nueva disposición no aporta nada 

novedoso a lo ya existente. 

 

Sin embargo, es importante la intención del legislador de evitar la pérdida de bienes 

por parte de los deudores y/o afectados por quienes cometen el delito de Usura, ya 

que el actual Código Orgánico Integral Penal indica la devolución a la víctima de lo 

hipotecado y prendado así como la restitución de lo pagado de manera ilegal. 

 

Si bien el legislador en su artículo 309 del COIP, habla sobre la devolución de los 

bienes y de lo pagado en exceso, no es menos cierto que con la anterior legislación 

pese a no constar en su redacción la devolución de los bienes embargados y 

prendados; así como, lo pagado en exceso, se entendía que los contratos de 

hipoteca y prenda quedaban sin efecto por ser ilegales y la devolución del dinero 

era ordenada con los daños y perjuicios, ahora tan solo se aclara el fin que busca 

la ley para aquellas personas que cometan este delito. 

 

2.7.1. Causas 

La causa central del problema de la usura, radica en la inexistencia de un contrato 

legalizado ante alguna autoridad judicial, siendo pactada única y exclusivamente de 

palabra, reiterando que el cobro del capital y sus intereses, se garantizaran por una 

letra de cambio o pagare a la orden que generalmente, es firmada y entregada en 

blanco, documento que es utilizado por el usurero cundo el deudor o víctima no le 
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paga lo adeudado, llenándola a su libre albedrio con la cantidad que a bien tiene y 

haciendo uso de la misma como a bien tenga.  

 

Jurídicamente, la usura desarrolla una actividad de fraude, que genera en el 

usurero un enriquecimiento injustificado, conllevándole al aumento patrimonial que 

las leyes por alguna razón no convalidan o no lo aceptan, pues porque atenta 

contra el orden público, razón por la que un contrato de mutuo bajo esas 

circunstancias adolece de objeto ilícito, conforme lo determina el Código Civil, en 

su artículo 1478.  

 

El jurista colombiano Jorge Suescún Melo (2003), al referirse al enriquecimiento sin 

causa manifiesta lo siguiente: ñel enriquecimiento sin causa, es considerado por 

muchos tratadistas como fuente autónoma de obligaciones, descansa sobre un 

innegable postulado de equidad, según el cual nadie puede enriquecerse sin 

derecho en perjuicio de otroò. (p. 13)  

 

Nuestro Código Penal (2008), en su artículo 583, al referirse a la usura, 

taxativamente la determina como: ñes usurario el pr®stamo en que, directa o 

indirectamente, se estipula un interés mayor que el permitido por la ley u otras 

ventajas usurariasò. (p. 207)  

 

2.7.2. Consecuencias 

Las consecuencias a más de ser funestas para la economía nacional, también lo 

son para quienes incurren en este tipo de créditos, pues al no pagar de manera 

oportuna, sus vidas se encuentran en constante peligro ya que los usureros llegan 

a amenazarlos de muerte, de ello hay evidencia pues el sicariato se ha derivado 

también de este tipo de conductas. 
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2.7.3. Relación del usurero y perjudicado 

La relación existente entre el usurero y el perjudicado se centra en el convenio o 

contrato verbal, al que se han sometido como parte, tanto el primero como 

acreedor y el segundo como deudor. 

 

2.7.4. Concepto de préstamo 

Los préstamos son fondos provistos por personas naturales o jurídicas (Entidad 

financiera), con o sin garantía, a distintos plazos de vencimiento ya sea a corto, 

mediano o largo plazo. Su devolución puede ser realizada en un solo pago o en 

varias cuotas de manera periódica, que implica el devengamiento y pago de 

intereses. Los costos de financiamiento están formados por las tasas de interés y 

las comisiones pactadas y todo gasto que por cualquier concepto incurra para la 

obtención del préstamo. Las entidades financieras no pueden cobrar costos que no 

hayan sido incluidos en el contrato firmado con el cliente y que no respondan a la 

efectiva prestación de un servicio. 

 

2.7.5. Principios Constitucionales 

La Constitución de la República del Ecuador, estatuye normas que favorecen el 

establecimiento del proceso acusatorio, que a su vez desarrolla altos niveles de 

eficiencia. Es así que el artículo 169 de nuestra Carta Magna, determina los 

principios de oportunidad, celeridad y economía procesal, pues estos se 

encuentran íntimamente ligados con la institucionalidad y objeto del Procedimiento 

Adversarial 

 

2.7.5.1. Oportunidad 

El jurista (De la Oliva) (1999), al referirse al principio de oportunidad expresa como:  
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ñaqu®l en cuya virtud el ius puniendi estatal no habría de ser declarado o 

establecido, siempre según parámetros legales, en todo caso que concurriesen sus 

presupuestos, sino que estaría sometido al poder atribuido al Ministerio Fiscal (u 

órgano oficial similar) para disponer, bajo condiciones precisamente especificadas 

en la ley o con amplio arbitrio, del ejercicio y del modo de ejercicio de la acción 

penal, independientemente de que se hubiese acreditado la existencia de un hecho 

de apariencia punible y de que apareciesen unos presuntos autores del mismoò (é) 

El principio de oportunidad entraña, pues, disponibilidad sobre el objeto del proceso 

y sobre este mismo (é)".Qui®rase decir que, en mi opini·n, se est§ ante un 

sistema que admite el principio de oportunidad sí, con independencia de la 

vinculación del Tribunal al comportamiento de los acusadores, le es lícito al Fiscal 

no perseguir todos los hechos delictivos que conoce y si puede configurarlos 

prescindiendo de circunstancias fácticas relevantes jurídico penalmente según las 

normas objetivas y si le cabe no atenerse a la legalidad para valorar jurídicamente 

esos hechos y solicitar la penaò (p. 935). 

 

El artículo 600 del Código Orgánico Integral Penal señala: Concluida la instrucción, 

la o el fiscal solicitará a la o el juzgador señale día y hora para la audiencia de 

evaluación y preparatoria de juicio, la que será convocada en un plazo no mayor a 

cinco días y se efectuará en un plazo no mayor a quince días. 

De no acusar, emitirá su dictamen debidamente fundamentado y será notificado a 

la o al juzgador para que se disponga su notificación a los sujetos procesales. 

 

Cuando se trate de un delito con pena privativa de la libertad de más de quince 

años o a pedido de su acusador particular, la o el fiscal elevará la abstención en 

consulta a la o al fiscal superior, para que la ratifique o revoque, en un plazo 

máximo de treinta días, lo que será puesto en conocimiento de la o el juzgador. 
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Si la o el fiscal superior al absolver la consulta ratifica la abstención, remitirá de 

inmediato el expediente a la o el juzgador para que dicte el sobreseimiento en el 

plazo máximo de tres días cuando exista una persona privada de libertad, caso 

contrario lo dictará en el plazo de hasta diez días. En el mismo auto, revocará todas 

las medidas cautelares y de protección dictadas. 

 

Si la o el fiscal superior revoca la abstención, designará a otro fiscal para que 

sustente la acusación en audiencia, la misma que se realizará en los cinco días 

siguientes de recibido el expediente. 

 

Si la o el fiscal decide emitir un dictamen acusatorio a unos  y abstentivo a otros 

procesados, con respecto a la abstención deberá elevar a consulta de acuerdo a lo 

establecido en el presente artículo. Y sobre los que se resuelve acusar, solicitará a 

la o al juzgador señale día y hora para la audiencia de evaluación y preparatoria de 

juicioò 

Cabe destacar que en el anterior  Código de Procedimiento Penal, el artículo 39.3, 

se refería a lo siguiente:  

 

ñEl fiscal en raz·n de una eficiente utilizaci·n de los recursos disponibles para la 

investigación penal y de los derechos de las partes, podrá abstenerse de iniciar la 

investigación penal o desistir de la ya iniciada cuándo: 1. El hecho constitutivo de 

presunto delito no comprometa gravemente el interés público, no implique 

vulneración a los intereses del Estado y tenga una pena máxima de hasta cinco 

años de prisión. 2. En aquellos delitos donde por sus circunstancias el infractor 

sufriere un daño físico grave que le imposibilite llevar una vida normal o cuando 

tratándose de un delito culposo los únicos ofendidos fuesen su cónyuge o pareja y 

familiares comprendidos hasta el segundo grado de consanguinidadò (Asamblea N. 

, Código de Procedimiento Penal, 2009) 
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2.7.5.2.  Celeridad 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 14, numeral 3, 

literal c, dispone que: ñ3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito 

tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: c) A ser 

juzgado sin dilaciones indebidasò (OEA, 1969). 

 

El Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 20, hace referencia al 

Principio de Celeridad, mismo que determina lo siguiente:  

ñLa administración de justicia será rápida y oportuna, tanto en la tramitación y 

resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo tanto, en 

todas las materias, una vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están 

obligados a proseguir el trámite dentro de los términos legales, sin esperar 

petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo contrario. 

El retardo injustificado en la administración de justicia, imputable a las juezas, 

jueces y demás servidoras y servidores de la Función Judicial y auxiliares 

de la justicia, será sancionado de conformidad con la leyò (COFJ C. O., 2009) 

 

El principio de celeridad mantiene vínculos que se  interrelacionan con el 

procedimiento abreviado, pues el propósito de ambos se centra en evitar la 

demora indebida o injustificada de un proceso.   

 

2.7.5.3. Economía Procesal 

Los juristas (León & Figueroa) (2012), el principio de Economía Procesal, es: ñLa 

solución inmediata y eficaz de los conflictos mediante una justicia rápida y 

oportuna, tanto en la tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de 

lo decidido a fin de evitar diligencias innecesarias y la onerosidad del proceso que 
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van en desmedro del presupuesto del  usuario y de la Funci·n Judicialò (León & 

Figueroa, 2012, p. 496)   

 

El principio de economía Procesal, tiene un estrecho vínculo con el Procedimiento 

Abreviado, pues ambos exigen en su desarrollo una menor cantidad en el uso de 

recursos y de tiempo, para ello determina que es preciso delimitar con precisión el 

litigio, para efectos de practicar pruebas pertinentes y relevantes que permitan 

decidir la causa.  

 

2.7.5.4.  Legalidad 

El principio de legalidad presenta dos facetas como lo son; la procesal y la 

sustantiva. La faceta procesal se pronuncia en el sometimiento de la regulación 

legal de las facultades de la Fiscalía, que en el ejercicio de su potestad se 

subordina al principio de legalidad, debiendo ejercerlo solo cuando el hecho revista 

con características de delito.  

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 15, al referirse 

al principio de oportunidad determina: ñNadie Será condenado por actos u 

omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho 

nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en 

el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la 

ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 

ello. 2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de 

una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran 

delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad 

internacional.ò (OEA, 1969) 
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La Carta magna, en su artículo 76, numeral 3, trata de las Garantías Básicas del 

Derecho al Debido Proceso, el mismo que señala: ñNadie podrá ser juzgado ni 

sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no este tipificado 

en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará 

una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una 

persona ante un juez o autoridad  competente y con observancia del trámite propio 

de cada procedimientoò (Conse., 2008, p. 58). 

 

2.8.  Análisis de  Jurisprudencia 

2.8.1. Juicio Penal: No. 274-2008  

Autor del delito:   Douglas Foulk,  

Expediente:     No. 845-2009 

Sala:     Segunda de lo Penal (CNJ) 

R O. (S)   No.18 del. 18-08-2013 

Antecedentes 

El recurrente Douglas Foulk, interpone recurso de casación de la sentencia dictada 

por el Tribunal Segundo de lo Penal de El Oro, que lo declara autor del delito 

tipificado y sancionado en el Art. 583 y 584 del Código Penal, imponiéndole la pena 

de seis meses de prisión correccional. El recurrente realiza un análisis desde su 

particular punto de vista de las actuaciones probatorias practicadas en esta causa y 

fundamenta el recurso de casación expresando en lo principal: que se ha violado y 

se ha dado una errónea interpretación de los Arts. 23 numeral 18 de la constitución 

Política del Ecuador, Art. 24 numerales 7, 13 y 14 Art. 119 del Código Civil, Arts. 

596, 2109 y 2115 inciso 2 Art. 252, 583, 584 del Código Penal, numeral 3 del Art. 

309 del Código de Procedimiento Penal y Art. 142 y 163 del Código de 

Procedimiento Civil. 
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El señor Representante del Ministerio Público, contestando al traslado con la 

fundamentación el recurso de casación, impugnada emite su criterio en los 

siguientes términos: que las pruebas  pedidas, ordenadas, practicadas e 

incorporadas en la etapa de juicio han, sido valoradas como corresponde, las que 

llevan de manera lógica y natural a establecer, que tanto la existencia de la 

infracción como la responsabilidad del proceso se encuentran debidamente 

comprobadas, pues no se advierte que el juzgador haya incurrido en las violaciones 

que menciona el recurrente, toda vez que se ha dado cumplimiento a lo dispuesto 

por del Art. 304-A del Código de Procedimiento Penal. Además señala que la 

sentencia reúne los requisitos exigidos como son la motivación en la que explica la 

existencia del delito cometido por el procesado. 

 

Consideraciones de la Sala 

La Sala entre las consideraciones para casar la sentencia señala:   

a) que el recurrente en la fundamentación de su recurso realiza comentarios 

desde su particular punto de vista a las actuaciones probatorias practicadas 

en la audiencia de juzgamiento, lo cual no es materia del recurso de 

casación, porque no puede ser objeto de este una nueva valoración de la 

prueba sino que solamente el Tribunal de Casación debe verificar 

objetivamente si las fuentes de prueba han sido obtenidas, practicadas y 

valoradas de conformidad con la constitución y la ley, y en caso de encontrar 

violaciones a los derechos humanos y a las garantías del debido proceso, 

corregir los errores de derecho cometidos por el juzgador. Que todas las 

pruebas han sido constitucionalmente efectuadas en la audiencia de 

juzgamiento. 

 

b) ñQue no basta expresar que se violó la ley o las reglas de la sana crítica sino 

que el recurrente tiene la obligación de fundamentar la alegación 

describiendo la forma concreta en la que se la ha violado, pero en ningún 

caso expresando enunciados generales de la doctrina,  por lo que se 

desecha esta alegación por impertinente por falta de fundamentación.  
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c) El casacionista indica que  no se ha comprobado la existencia del delito; al 

respecto, la Sala establece que el fallo condenatorio se encuentra 

debidamente motivado en hechos constitucionalmente probados en la 

audiencia de juzgamiento y que al ser valorados por el juzgador mediante la 

aplicación de las reglas de la sana crítica y el principio de la concentración 

de la prueba establecida; arriba a la certeza de la existencia del delito de 

usura objetó del juicio y la responsabilidad penal del acusado como su autor. 

 

d) La valoración constituye un proceso psicológico conformado por un conjunto 

de operaciones racionales lógica criticas inductivas, deductivas, de análisis y 

síntesis, que trascurre en el cerebro del juzgador, como consecuencia de la 

aplicación de los principios de inmediación, oralidad y contradicción de la 

prueba de tal modo que él y solamente él puede valorar tanto 

individualmente como en su conjunto las pruebas practicadas 

constitucionalmente en la audiencia de juzgamiento. Por lo expuesto declara 

improcedente el recurso de casación interpuesto por el recurrente Douglas 

Foulk. 

 

Comentario 

Los jueces que conforman la Sala, se basan que el Recurso de Casación tiene por 

objeto la aplicación, interpretación correcta de la ley, que no se haya violentado el 

debido proceso,  protegido en las normas constitucionales, e internacionales 

vigentes en el que el Ecuador es país suscritor. Por otro lado, respecto al delito de 

usura, señala que el juzgador ha basado la resolución de acuerdo a lo actuado en 

la audiencia de juzgamiento y ha cumplido con los preceptos legales y 

constitucionales por lo que niegan el recurso. 
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2.8.2. Juicio Penal:   

Autor del delito:   Miguel Salvador Ramonacho   

Expediente:     No. 388-2006 

Sala:     Tercera de lo Penal (CNJ) 

R O. (S)   No. 132 de 19-feb.-2010 

 

 Antecedentes  

En fecha 7 de diciembre del 2004, la señora Jueza Décimo Octavo de lo Penal de 

Pichincha, dictó auto de llamamiento a juicio en contra de Miguel Salvador 

Romanacho, contra quien se determinó presunciones graves, como autor del delito 

tipificado en el Art. 583 y sancionado en el Art. 585 del Código Penal. El 20 de abril 

del 2006; a las 10h00, el Tercer Tribunal Penal de Pichincha, judicatura en que se 

radicó la competencia del presente juicio, dicta sentencia condenatoria en contra 

del recurrente por considerarlo autor responsable del delito de usura.  

 

El recurrente sustenta su impugnación en lo siguiente: 

a) Que el Tribunal Tercero de lo Penal de Pichincha, violó la ley cuando a 

pesar de haberse comprobado su inocencia, se le acusa de un delito 

inexistente considerando que los contratos constantes del expediente se 

encuentran regulados por el artículo 1821 del Código Civil en concordancia 

con el artículo 1732 (1705 actual) y siguientes del mismo cuerpo de leyes, 

que se refieren al pacto de retroventa. Además alega que el Tribunal Penal, 

interpreta de manera equivocada la ley cuando establece que en los 

contratos de compraventa con pacto de retroventa se estipula intereses; 

viola la ley cuando hace caso omiso de la prueba por él presentada.  
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b) b) Agrega que NADIE PUEDE SER JUZGADO DOS VECES POR LA 

MISMA CAUSA, en razón de que el Juez Décimo de lo Penal de Pichincha 

el 26 de febrero del 2004, dictó auto de sobreseimiento definitivo a su favor, 

dentro del juicio penal por ocultamiento de cosas robadas, que tuvo como 

antecedente los mismos bienes que constan en los contratos de retroventa, 

las mismas partes contratantes, los mismos objetos los mismos sujetos y los 

mismos hechos y que el presente juicio de usura "es totalmente nulo de 

pleno derecho, por ser posterior a una resolución firme y ejecutoriada sobre 

idéntico asunto..."  

 

c) Expresa por último que el Tribunal Penal, viola la ley cuando la interpreta y 

aplica contrariando la verdad procesal y el derecho, perjudicando con esta 

actuación al recurrente, quien ha sido víctima de persecución policial por 

varios años, responsabilizándolo de delitos que jamás cometió; solicitando a 

la Sala que case la sentencia recurrida. 

 

La señora Ministra Fiscal interviniente, al contestar la fundamentación del recurso 

de casación realizada por el recurrente, expresa: a) Que se encuentra comprobada 

la existencia material de la infracción con las pruebas presentadas como son 

documentos introducidos por las partes en la audiencia de juzgamiento, 

consistentes en copias certificadas de la causa penal No. 306-2003, tramitada en el 

Juzgado Décimo de lo Penal de Pichincha, seguido contra el recurrente por el 

presunto delito de ocultación de cosas robadas, de las que se desprende, 

aproximadamente, trescientos contratos de compra venta con pacto de retroventa. 

 

Otros documentos entregados por las personas que suscribieron los contratos 

indicados en el literal anterior ante el Juez Penal y Fiscal que conoció la causa; 

Escritura de constitución de la compañía "Mantevial", celebrada ante el Notario 

Noveno del cantón Quito, el 22 de agosto de 1994, estableciéndose en el Art. 2: 
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"Objeto Social": es objeto social de la compañía la contratación de operaciones de 

cobro de peajes de carreteras y su mantenimiento, utilizando para el efecto los 

procedimientos, métodos y técnicas del más variado, así como todas y cada una de 

las actividades relacionadas con las operaciones vinculadas con estas, como la 

construcción de carreteras, mantenimiento vial, cobro de peajes, encontrándose 

para ello facultado para contratar y subcontratar los trabajos o los servicios que 

estime menester.  

 

Siguiendo las normas  constitucionales y legales señala que las pruebas 

individuales y en su conjunto deben ser evaluadas de acuerdo con las reglas de la 

sana crítica, reglas que si bien no están contenidas en ningún código, deben ser 

entendidas como el raciocinio que se aplican a base de la inteligencia, de la 

experiencia y de la lógica jurídica, llega a la certeza de que el sentenciado Miguel 

Salvador Ramonacho, es autor responsable del delito de usura3,  razón por la cual 

solicita a la Sala rechazar el recurso. 

.  

Consideraciones de la Sala 

La casación penal es un medio extraordinario de impugnación, contra sentencias 

en las que se hubiere violado la ley, ya por contravenir expresamente su texto, ya 

por haberse hecho una falsa aplicación de ella, ya en fin, por haberla interpretado 

erróneamente. 

 

Los jueces de la Sala pueden  establecer que el primer juicio es por el supuesto 

delito de "ocultamiento de cosas robadas"; y, este caso, por el presunto delito de 

"usura", ambos juicios iniciados mediante instrucción fiscal dictada por el Dr. 

Manuel Sánchez Guillén, Fiscal del Distrito de Pichincha en evidente error del 

referido funcionario, al considerarlos delitos autónomos, pues los objetos 

                                                           
3
  Usura es el cobro de un interés mayor que el permitido por la ley, e incluso de recibir dinero sin 

que s epoda demostrar de donde se lo tiene y cuando el mismo es prestado bajo cualquier figura 
cobrando  un interés superior al permitido por la ley 
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incautados, no eran otra cosa que el objeto material del supuesto delito de usura y 

en este caso, no cabía iniciar el primer proceso penal,4. Aquel error judicial, sin 

lugar a dudas, además de causar un evidente daño moral al imputado, es uno más 

de los tantos procesos judiciales, iniciados sin fundamento alguno y que están 

caotizando la administración de justicia. 

 

La Sala establece que contra del recurrente, se han incoado dos juicios penales, 

con diversa tipicidad; el primero, sin fundamentación legal alguna y que debía 

subsumirse en el presente; en el que se ha comprobado su perpetración delictiva y 

la responsabilidad penal. Además observa que el imputado, desde el año 2001 ha 

sido objeto de varios allanamientos a su domicilio e incautación de los bienes 

prendarios, siendo que, en todos los casos se ha ordenado la devolución de los 

bienes al constatar que son objetos lícitos obtenidos como consecuencia del 

contrato de compraventa con cláusula de retroventa. 

 

Pues, el ilícito, en el presente caso, constituye el cobro de intereses de usura, 

existiendo sobre estos hechos una denuncia tanto en la Fiscalía General del 

Estado, en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, organismos que 

tienen que pronunciarse. 

  

Por las consideraciones expuestas, la Tercera Sala Especializada de lo Penal de la 

Corte Suprema de Justicia, de conformidad con el Art. 358 del Código de 

Procedimiento Penal y acogiendo el dictamen fiscal, rechaza por improcedente el 

recurso de casación y ordena devolver el proceso al inferior para que ejecute la 

sentencia.  

                                                           
4
 En aquel proceso se dictó el sobreseimiento definitivo del proceso y del imputado, tomando como 

base el dictamen abstentivo dictado por el referido Fiscal, en el que se hace constar que los bienes 
incautados, no son producto de ningún robo, sino los que constan en el contrato de compraventa y 
que, por lo tanto, deben ser devueltos al imputado, para que pueda cumplir con el pacto de 
retroventa 
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Comentario 

La Tercera Sala de lo Penal, hace un llamado de atención al Fiscal por haber 

seguido instrucción fiscal por el delito de cosas robadas, y que debía subsumirse al 

delito de usura, que este error trago daños morales al procesado, y retardo de la 

justicia para los perjudicados, por cuanto el recurren hacia uso del instrumento civil 

de compraventa con el pacto de retroventa, con lo que disfrazaba el delito de usura 

por el que fue condenado. Cabe indicar que también existe una multa al abogado 

defensor del recurrente por solicitar aclaración de la sentencia, la Sala considera 

que es una manera de retardar la ejecutoria de la sentencia, 
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CAPÍTULO III 

MARCO METODOLÓGICO 

3.1. Modalidad de la investigación  

Este trabajo se enmarco en los siguientes tipos de investigación:  

3.1.1. Descriptiva.- Pues describe y explica de madera apropiada el problema. A 

través de este tipo de tipo de investigación se pudo abordar la realidad del 

problema planteado, es meritorio destacar que este tipo de investigación fue 

realizada con el propósito de conocer que causas origina la usura y los 

efectos que causa en la sociedad de Quevedo.  

 

3.1.2.  De campo.- A través del planteamiento de preguntas se pudo realizar la 

recopilación de la información proporcionada por los operadores de justicia y 

profesionales del derecho quienes, con sus opiniones vertidas sobre la 

temática se puede sustentar en el ámbito jurídico la investigación, para 

efectos de desarrollar una propuesta de reforma a la solución de la 

problemática planteada. 

 

3.1.3. Bibliográfica.- Científicamente permite sustentar a través de una recopilación 

ordenada de conceptos, teorías y doctrinas vinculadas con la temática de la 

investigación y explicar el problema planteado, de modo que el lector de la 

investigación pueda utilizar el contenido de una manera más dinámica y 

sencilla. 
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3.1.4. Descriptiva 

Este tipo de investigación, permitió describir el hecho, sus características y rasgos 

relevantes tal cual surge de la realidad, dentro del fenómeno en estudio, factor que 

facilita el desarrollo de un trabajo investigación que aporte con conocimientos 

nuevos. 

 

3.2. Propositivo 

Esta investigación, permitirá diseñar un proyecto de enmienda a la Constitución y al 

Código Penal vigente, en virtud de que no se está garantizando de manera efectiva 

los derechos y garantías de los ciudadanos en torno a las actividades anatocistas o 

usureras. 

 

3.3. Métodos utilizados 

3.3.1. Método Inductivo 

Permite razonar desde lo particular hasta lo general; y, establecer proposiciones de 

carácter general, que son producto de la observación y el estudio analítico de los 

hechos y fenómenos particulares. Su debida aplicación permite establecer 

conclusiones, que son producto y se deriva de la observación metódica y constante 

de los hechos reales que suscitan en torno al fenómeno en análisis. 

 

3.3.2. Método Deductivo 

El método deductivo es contrario al método inductivo, desempeña dos funciones en 

la investigación: a) Permite determinar el desconocido inicio de un hecho que es 

conocido, relacionando el fenómeno con la Ley que lo tutela; b) Permite definir el 

efecto desconocido de un principio conocido, lo que implica que si conocemos la 

ley, esta se puede aplicar en casos específicos. 
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3.3.3. Método Analítico 

Mediante su aplicación se ha podido enfatizar la crisis social y emocional que han 

generado las conductas usureras pues los altos intereses que devengan en largo 

los deudores, les ha generado graves consecuencias.  

 

3.3.4. Método Sintético 

Se centra en reunir las partes divididas por el análisis del contexto de la usura, la 

eficiencia o no de las normas que la sustentan, para llegar a una concreción como 

de un todo analizado. 

 

3.4. Técnicas 

3.4.1. Encuesta 

Esta técnica permitió obtener datos estadísticos de los aspectos en estudio. Fue 

aplicada mediante un formulario previamente elaborado y aprobado, el cual se 

aplicó a las personas vinculadas con el tema, es decir a Jueces, Agentes Fiscales y 

profesionales del derecho, logrando corroborar lo determinado en nuestro 

planteamiento del problema.  

  

3.4.2. Observación 

Técnica se fue empleada en circunstancias que se concurrió al sitio escogido para 

la realización del trabajo, es decir en los mercados de la ciudad de Quevedo, 

lugares donde fue posible observar a ciudadanos usureros que con libreta en mano 

y de puesto en puesto iban recaudando los pagos, demostrando de manera directa 

que efectivamente muchos comerciantes, eran víctimas de unos usureros, cuyo 

modus vivendi sustentan su fuente de ingreso y sobretodo sin control de autoridad 

alguna. Denotando la urgencia de una reforma a la Constitución y demás leyes 

pertinentes que frenen y logren un cambio de conducta en la sociedad.  
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3.5. Población y Muestra 

3.5.1. Población 

La estadística descriptiva, define a la población como el conjunto de todos los 

elementos a los que se somete a un estudio. En el presente trabajo de 

investigación, la población se refiere a la totalidad de las personas involucradas en 

el proceso de investigación, en este caso los Operadores de Justicia, Abogados en 

Libre Ejercicio y víctimas del delito de Usura. 

3.5.2. Matriz Poblacional  

Orden Elemento Cantidad 

1 Jueces de Garantías Penales 3 

2 Agentes Fiscales 15 

3 Abogados en Libre Ejercicio 62 

 

3.5.3. Muestra 

La muestra, seg¼n la estad²stica descriptiva es definida como: ñun conjunto 

representativo de la población en referencia, el número de individuos de una 

muestra es menor que el de la poblaci·nò, muestra que puede ser determinada a 

través de la siguiente fórmula: 

ὲ
.

%ὼ . ρ ρ
 

Dónde: 

n =   Tamaño de la muestra (0.01% población actual) 
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N = Población a investigar o Universo 

E2 = Error admisible máximo: 0,05 

Permite tomar una parte de la población que va a ser estudiada.  

 

3.5.3. Matriz de la muestra 

La población de Jueces, Agentes Fiscales y Abogados en Libre Ejercicio, se 

utilizará en su totalidad, en virtud de que su población está constituida por un 

número que puede ser sujeto de investigación.  

Orden Elemento Cantidad 

1 Jueces de Garantías Penales5 3 

2 Agentes Fiscales6 15 

3 Abogados en Libre Ejercicio7 62 

 

En el caso de los señores Juzgadores y Fiscales, su población no es muy amplia, 

por lo tanto se considera la totalidad para la muestra. 

 

3.5.4. Recolección de la información 

La información fue recopilada  a través de encuestas, mismas que fueron 

realizadas a los operadores de justicia de la ciudad de Quevedo, Agentes Fiscales 

y profesionales del Derecho en Libre Ejercicio de la Profesión, con el objeto de 

                                                           
5
 http://www.funcionjudicial-losrios.gob.ec/index.php/directorio-telefonico-y-judicaturas 

6
 Fiscalía General del Estado. Quevedo 

7
 http://app.funcionjudicial.gob.ec/ForoAbogados/Publico/frmConsultasGenerales.jsp?txtNumeroPagina=1&Op=s0 
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analizar la conducta usurera   y  como puede derivar en la restricción de los 

derechos y garantías tutelados a favor de los ciudadanos. 

  

3.5.5. Procesamiento de la Información 

Para el procesamiento y tabulación de la información obtenida de las preguntas 

contenidas en la encuesta, se utilizó Microsoft Office Excel, programa que permitió 

diseñar y desarrollar tablas y gráficos que representan las opiniones vertidas de 

cada uno de los encuestados. Para el cumplimiento de este objetivo se realizara el 

procedimiento siguiente: 

¶ Revisión de la información  recopilada 

¶ Tabulación de la información 

¶ Elaboración de cuadros y gráficos estadísticos 
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ENCUESTA DIRIGIDA JUECES DE GARANTÍAS PENALES 

 

1.-  ¿Nuestra legislación penal, sanciona a quien incurre en el delito de 

usura con penas drásticas?   

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 3   100% 

NO 0 0% 

TOTAL 3 100% 

 

 

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 100 % afirma que nuestra legislación penal, 

contiene preceptos que sancionan la figura de usura. 

 

 

100% 

0% 

3

0
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2.-  ¿Las penas determinadas en el artículo 583 y siguientes del Código 

Penal, guardan relación alguna con el daño generado en la victima por el 

delito de usura? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI               1 34% 

NO 2 66% 

TOTAL 3 100% 

 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 66 %, afirma que las penas determinadas en 

el artículo 583 y siguientes del Código Penal, no guardan relación alguna con el 

daño generado en la victima por el delito de usura, mientras que el 34 %, restante 

cree que la pena si guarda relación con el daño generado a la víctima. 

66% 

34% 

2

1
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3.-  ¿Cree usted que sea procedente proponer una reforma que sancione 

con mayor severidad a quien incurra en este tipo de conducta delictiva? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 2 66% 

NO   1 34% 

TOTAL 3 100% 

 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 66%, si cree que sea procedente proponer 

una reforma que sancione con mayor severidad a quien incurra en este tipo de 

conducta delictiva, mientras que el 34 %, restante cree que no es necesario. 

 

34% 

66% 
1

2
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4.-  ¿Cree usted que con las reformas que se implemente en el Código 

Penal, en torno al delito de la usura minimizara este tipo de conductas 

delictivas? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI   1  34% 

NO 2 66% 

TOTAL 3 100% 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 66 %, si cree que con las reformas que se 

implemente en el Código Penal, en torno al delito de la usura  minimizara este tipo 

de conductas delictivas, mientras que el 34 %, restante no cree que las reformas 

minimice este tipo de conductas. 

 

36% 

66% 
1

2
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5.-  ¿Existen en esta judicatura procesos que se hayan sustanciado por el 

delito de usura? 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 2 66% 

NO   1   34% 

TOTAL 3 100% 

 

 

 

 

 Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 66 %, afirma que si se han sustanciado 

procesos que se hayan sustanciado por el delito de usura, mientras que el 34 %, 

afirma que no se sustanciado procesos por este tipo de delitos. 

 

 

 

66% 

34% 

1

2
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ENCUESTA DIRIGIDA A AGENTES FISCALES 

 

1.-  ¿Nuestra legislación penal, sanciona a quien incurre en el delito de 

usura con penas drásticas?   

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 12   80% 

NO 3 20% 

TOTAL 15 100% 

 

 

 

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 80 % afirma que nuestra legislación penal, 

contiene preceptos que sancionan la figura de usura, la otra parte dice que no. 

 

80% 

20% 

12

3
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2.-  ¿Las penas determinadas en el artículo 583 y siguientes del Código 

Penal, guardan relación alguna con el daño generado en la victima por el 

delito de usura? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI               1 6% 

NO 14 94% 

TOTAL 15 100% 

 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 94 %, afirma que las penas determinadas en 

el artículo 583 y siguientes del Código Penal, no guardan relación alguna con el 

daño generado en la victima por el delito de usura, mientras que el 6 %, restante 

cree que la pena si guarda relación con el daño generado a la víctima. 

6% 

94% 

1

14
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3.-  ¿Cree usted que sea procedente proponer una reforma que sancione 

con mayor severidad a quien incurra en este tipo de conducta delictiva? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 14 94% 

NO   1 6% 

TOTAL 15 100% 

 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 94%, si cree que sea procedente proponer 

una reforma que sancione con mayor severidad a quien incurra en este tipo de 

conducta delictiva, mientras que el 6 %, restante cree que no es necesario. 

 

94% 

6% 

14

1



86 
 

4.-  ¿Cree usted que con las reformas que se implemente en el Código 

Penal, en torno al delito de la usura minimizara este tipo de conductas 

delictivas? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI   1 6% 

NO 14 94% 

TOTAL 15 100% 

 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 94 %, si cree que con las reformas que se 

implemente en el Código Penal, en torno al delito de la usura  minimizara este tipo 

de conductas delictivas, mientras que el 6 %, restante no cree que las reformas 

minimice este tipo de conductas. 

6% 

94% 

1

14
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5.-  ¿Existen en esta judicatura procesos que se hayan sustanciado por el 

delito de usura? 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 14 94% 

NO   1   6% 

TOTAL 15 100% 

 

 

 

 

 Interpretación de resultados 

De la totalidad de los encuestados, el 94 %, afirma que si se han sustanciado 

procesos que se hayan sustanciado por el delito de usura, mientras que el 6 %, 

afirma que no se sustanciado procesos por este tipo de delitos. 

 

 

94% 

6% 

14

1
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ENCUESTA DIRIGIDA ABOGADOS EN LIBRE EJERCICIO 

1.-  ¿Usted cree que la administración de justicia, ve limitado su accionar 

por la falta de normativas legales poco eficaces que permitan  sancionar 

conductas como la usura?   

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI    45 73% 

NO   17 27% 

TOTAL 62 100% 

 

 

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los Abogados en Libre Ejercicio, el 73 % de los encuestados cree 

que la administración de justicia, ve limitado su accionar por la falta de normativas 

legales poco eficaces que permitan sancionar conductas como la usura, mientras 

que el 27 %, restante afirma que la administración de justicia no ve limitado su 

accionar por la falta de normativas legales que permitan sancionar conductas como 

la usura. 

45

17
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2.-  ¿Cree usted que las penas determinadas en nuestro Código Penal 

vigente, sancionan de manera ejemplarizadora este tipo de conductas 

usureras? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI  6 10% 

NO 56 90% 

TOTAL 62 100% 

 

 

 

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los Abogados en Libre Ejercicio, el 90 %, de los encuestados no 

cree que las penas determinadas en nuestro Código Penal vigente, sancionan de 

manera ejempla rizadora este tipo de conductas usureras, mientras que el 10 %, si  

cree que las penas determinadas en nuestro Código Penal vigente, son 

ejemplarizadoras. 

10% 

90% 

6

56
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3.-  ¿Cree usted pertinente que nuestra Norma Sustantiva Penal, requiere 

de una reforma urgente que sancione drásticamente este tipo de conductas 

usureras? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 57 92% 

NO  5 8% 

TOTAL 62 100% 

 

 

 

   

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los Abogados en Libre Ejercicio, el 92 %, de los encuestados si 

cree pertinente que nuestra Norma Sustantiva Penal, requiere de una reforma 

urgente que sancione drásticamente este tipo de conductas usureras, mientras que 

el 8 %, restante cree pertinente una reforma en nuestra Norma Sustantiva Penal. 

92% 

8% 

57

5
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4.-  ¿De los casos que usted conoce las personas acusadas de usura son 

ecuatorianas, colombianas o de otra nacionalidad? 

 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

Ecuatoriana   14 23% 

Colombiana  43 69% 

 

Desconoce  5 8% 

TOTAL 62 100% 

 

 

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los Abogados en Libre Ejercicio, el 69 %, afirma que las personas 

acusadas de usura son de nacionalidad colombianas, mientras que el 23 % creé 

que las personas acusadas de usura son de nacionalidad ecuatoriana; y, el 8% de 

los encuestados creen desconocen la nacionalidad de los usureros. 

 

23% 

69% 

14

43
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5.-  ¿Cree usted que el delito de usura deriva en otras conductas delictivas 

como el sicariato? 

INDICADORES  FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 53 85% 

NO   9 15% 

TOTAL 62 100% 

 

 

  

Interpretación de resultados 

De la totalidad de los Abogados en Libre Ejercicio, el 85 %, de los encuestados si 

cree que el delito de usura deriva en conductas delictivas como el sicariato, 

mientras que el 15 %, no cree que el delito de usura derive en conductas delictivas 

como el sicariato. 

 

 

 

85% 

12% 

53

9
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CAPÍTULO IV 

MARCO PROPOSITIVO 

4.1. La propuesta 

Proyecto de enmienda del artículo 308 de la Constitución de la República del 

Ecuador 

 

4.2. Objetivos 

4.2.1. Objetivo general 

Elaborar un proyecto de reforma al Marco Constitucional y Código Penal, que 

permita viabilizar el endurecimiento de las penas inherentes al delito de usura, 

cometido en el territorio ecuatoriano, pues vulneran los derechos y garantías de las 

victimas conforme determina nuestro marco Constitucional.  Por lo la propuesta de 

enmienda debe estar insertada como incisos cuarto y quinto en el artículo 308 de la 

Constitución de la República del Ecuador; y, en el artículo 583 del Código Penal 

vigente. 

 

4.2.2. Objetivos específicos 

¶ Conceptualizar una reforma del artículo 308 de la Constitución de la 

República del Ecuador; y, de los artículos 583 y 584 del Código Sustantivo 

Penal, actualmente Art. 309 del Código Orgánico Integral Penal que 

permita contribuir con la aplicación adecuada de los derechos y garantías 

tutelados a favor de las víctimas del delito de usura. 

 

¶ Establecer en la reforma del artículo 308 de la Constitución de la República 

del Ecuador; y, de los artículos 583 y 584 del Código Sustantivo Penal, 

actualmente Art. 309 del Código Orgánico Integral Penal, a través de 
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mecanismos adecuados que permitan al Juzgador, hacer prevalecer de los 

derechos y garantías de las víctimas del delito de usura. 

 

¶ Establecer en la reforma del artículo 308 de la Constitución de la República 

del Ecuador; y, de los artículos 583 y 584 del Código Sustantivo Penal, 

actualmente Art. 309 del Código Orgánico Integral Penal, determinar los 

mecanismos adecuados para que los profesionales del derecho, apliquen 

en estricta observancia los derechos y garantías de sus patrocinadas 

víctimas de la usura.   

 

 

4.3. Validación de la Propuesta 

En marco constitucional vigente, propone frenar el abuso de en las tasas de 

intereses que al sistema financiero nacional; pues entre sus objetivos, está el 

promover niveles y relaciones de las tasas de interés pasivas y activas, en post de 

estimular el ahorro nacional y el financiamiento de las actividades productivas, para 

efectos de mantener la estabilidad de los precios en los productos; conforme lo 

preceptúa los artículos 302 y 303,  de la norma Constitución inherentes a la política 

monetaria, cambiaria, crediticia y financiera. 
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ANTEPROYECTO DE LA PROPUESTA 

 

 

 

 

REPÚBLICA DEL ECUADOR 

Asamblea Nacional 

 

EL PLENO 

 

CONSIDERANDO 

Que   conforme lo determina el artículo 120, numeral 6, de la Constitución de la 

República del Ecuador, son atribuciones de la Asamblea Nacional, expedir, 

codificar, reformar, derogar las Leyes e interpretarlos con carácter 

generalmente obligatorio;  

Que  por lo dispuesto en el artículo 82 de la Constitución de la República del 

Ecuador, el Estado debe garantizar el derecho a la seguridad jurídica, 

fundamentada en el estricto respeto a la Constitución y las normas jurídicas 

previas, claras, públicas y aplicables por las autoridades competentes: 

Que  la Constitución de la República del Ecuador, debe garantizar el efectivo goce 

de los derechos y garantías determinados a favor de sus mandantes. 

Que  el Código Penal, taxativamente tipifica las normas sustantivas que sancionan 

las conductas que transgredan los derechos y garantías de los ciudadanos. 

 

 

http://abogadosecuador.wordpress.com/2009/06/09/constitucion-politica-de-la-republica-del-ecuador/escudo-ecuador1/
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Que   el delito de usura ha tenido un notable crecimiento en el territorio nacional, 

causando zozobra y malestar social, pues en su accionar delictivo vulneran 

los derechos constitucionales de los ciudadanos y transgreden los preceptos 

legales que sancionan este tipo de conductas. 

Que  personas naturales o jurídicas que se dedican actividades usureras, han 

promovido el malestar social, violencia, vulneración de derechos y garantías 

de los ecuatorianos. 

Que por las consideraciones expuestas, se hace prioritario considerar, la 

propuesta de Ley de enmienda Constitucional al artículo 308 de la 

Constitución de la República del Ecuador y a los artículos 583 y 584 del 

Código Penal, por no garantizar la limitación de estas conductas anatocistas 

y usureras.  

La Asamblea Nacional en uso de las atribuciones legales y constitucionales, expide 

la siguiente: 

Enmienda que reforma al artículo 308 de la Constitución de la República del 

Ecuador  

En Titulo VI, Capitulo Cuarto, Sección Octava del Sistema Financiero, deberá decir 

lo siguiente: 

Art. é.- Agregar los incisos cuarto y quinto al artículo 308 de la Constitución 

de la República del Ecuador, que en su contenido dirá lo siguiente:  

Art. 308.-  

ñLas actividades financieras son un servicio de orden p¼blico, y podr§n 

ejercerse, previa autorización del Estado, de acuerdo con la ley; tendrán la 

finalidad fundamental de preservar los depósitos y atender los 

requerimientos de financiamiento para la consecución de los objetivos de 

desarrollo del país. Las actividades financieras intermediarán de forma 
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eficiente los recursos captados para fortalecer la inversión productiva 

nacional, y el consumo social y ambientalmente responsable.  

El Estado fomentará el acceso a los servicios financieros y a la 

democratización del crédito. Se prohíben las prácticas colusorias, el 

anatocismo y la usura.  

La regulación y el control del sector financiero privado no trasladarán la 

responsabilidad de la solvencia bancaria ni supondrán garantía alguna del 

Estado. Las administradoras y administradores de las instituciones 

financieras y quienes controlen su capital serán responsables de su 

solvencia.  

Se prohíbe el congelamiento o la retención arbitraria o generalizada de los 

fondos o dep·sitos en las instituciones financieras p¼blicas o privadas.ò 

(MarcadorDePosición47p. 138)  

Las tasas de interés por los créditos concedidos u otra clase de operaciones 

a plazo, incluidas las comisiones u otro cobro que tenga relación directa o 

indirecta con la concesión de aquéllos, no podrán ser superiores al 15% del 

interés anual. Quien realice un cobro de intereses superior a este límite, 

tendrá una responsabilidad penal en el delito de usura en todas sus 

modalidades generando en primer lugar la nulidad absoluta del respectivo 

contrato, para posteriormente sancionarse en los términos que determine la 

ley.  

El interés corriente y el máximo convencional serán fijados mensualmente 

por el Banco Central y publicados en el Registro Oficial.  

Ley reformatoria del Artículo 583 del Código Penal actualmente Art. 309 del 

Código Orgánico Integral Penal  

En el Libro II, Titulo X, Capítulo VIII; De la usura y de las casas de préstamos sobre 

prendas: 

Reformar el numeral el artículo 583 y siguientes del Código Penal, por lo siguiente:  
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Art. 1.- Sustitúyase el texto del artículo 583 y 584 del Código Penal, 

actualmente Art. 309 del Código Orgánico Integral Penal, por el siguiente:  

Art. 583.- Comete delito de usura el que valiéndose de un tercero, 

desconocimiento, ignorancia, necesidad inminente, ya sea mediante préstamo u 

otra forma o modo que involucre pagos parciales o a plazo; y, que excedieren los 

límites de interés prescritos conforme lo determina el artículo 308 de la Constitución 

de la República del Ecuador.   

Art. 584.- Será reprimido con una pena privativa de libertad de cinco a diez años y 

una multa equivalente a doscientas Remuneraciones Básicas Unificadas del 

Trabajador en General, a quien de manera ilícita incurra en conductas usureras o 

anatocistas, que encuadren en el precepto anterior. En caso de ser reincidente será 

reprimido con pena privativa de diez años y una multa equivalente a seiscientas 

Remuneraciones Básicas Unificadas del Trabajador. 

Los documentos como letras de cambio o pagares, contratos de hipoteca y de 

prenda e incluso de compra venta firmados por la victima adolecerán de nulidad 

absoluta en materia civil. 
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5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

5.1. Conclusiones 

Una vez realizada la investigación de campo, fundamentada en la investigación 

bibliográfica, doctrina, tratados internacionales y derecho comparado, se ha llegado 

a las siguientes conclusiones: 

 

¶ Los preceptos determinados en los artículos 583, 584, 585 y 586, del 

Código Penal vigente, actualmente 309 del Código Integral Penal, no 

cumplen con el compromiso del Estado de Derecho, pues el tipo penal 

determinado en los artículos en referencia reúnen las características 

esenciales de una ley penal de letra muerta.  

 

¶ No existe campanas de información disuasivas, que tiendan a prevenir a 

los ciudadanos que no sean presas fáciles de este tipo de conductas 

anatocistas.    

 

¶ Nuestra legislación no determina que documentos privados como el pagare 

o la letra de cambio, cumplan requisitos formales de solemnidad y fe 

pública al momento de ser llenados por las partes contratantes. 

 

¶ Que las conductas usureras a más transgredir los derechos y garantías de 

los ciudadanos ecuatorianos determinados en la Norma Constitucional, 

vulneran también de manera flagrante los derechos humanos, conforme lo 

enuncian los tratados internacionales ratificados por nuestro país. 
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5.2. Recomendaciones 

Una vez desarrollado el informe final del trabajo de investigación, como corolario 

tengo a bien concluir con las siguientes recomendaciones:  

 

¶ Que en la praxis se demuestre a la sociedad, la voluntad de las autoridades 

para evitar la proliferación de estos delitos que en su mayor parte quedan 

en la impunidad y derivan en mayores actos de violencia como el sicariato. 

 

¶ Que todas las operaciones que se realicen en el sistema financiero se 

ciñan a un solo tipo de interés legal permitido, en caso de incumplimiento 

derive en sanciones penales y civiles para los contraventores al 

ordenamiento jurídico del mismo modo que se produzcan efectos de 

nulidad del contrato y la futura devolución de lo pagado en exceso en 

materia civil y las respectivas sanciones en materia penal. 

 

¶ Que los documentos o instrumentos entregados en garantía de manera 

accesoria, como letras de cambio pagares en garantía, deben ser 

registrados ante la Jueza o Juez de lo Civil; o, ante Notario, quienes darán 

fe pública de estos instrumentos que en caso de incumplimiento, podrán 

ser utilizados para acciones de cobro de créditos que se encuentren 

enmarcados dentro de la ley. 

 

¶ Aplicar de manera la normativa nacionales e internacionales, en lo 

pertinente a derechos y garantías en post de evitar, el cometimiento de 

actos ilícitos que van en contra de personas que se encuentran en un 

estado de vulnerable de necesidad.  

 

¶ Implementar políticas de información a la ciudadanía en general, a través 

de campañas de prevención y victimización del delito de usura.  
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EFECTOS 

CAUSAS 

 

PROBLEMA  

 

La limitada intervención del Derecho Penal y los Operadores de 

Justicia en los delitos de Usura, incide en el incremento de 

conductas usureras y vulneración del bien jurídico de la vida. 
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EL DELITO DE USURA EN EL ECUADOR  
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Derecho Penal 

 

 

¶ Antecedentes 
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¶ Consecuencias 
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¶ Denunciante 

¶ Denunciado 
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ANEXO NO. 3  OPERACIONALIZACIÓN DE   

LAS VARIABLES 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

VARIABLES CONCEPTUALIZACIÓN INDICADORES 

Variable 

Independiente.-  

 

El delito de usura, 

previsto en el artículo 

538 y siguientes del 

Código Penal. 

Las carta Magna, tutela el 

efectivo goce de los 

derechos y garantías a 

favor de los ciudadanos  

Encuesta a los 

operadores de justicia 

y abogados en libre 

ejercicio de la 

profesión de la ciudad 

de Quevedo, con 

temas relacionados a 

la usura. 

Variable Dependiente.-  

Limitado 

cumplimiento del 

Derecho Penal en 

torno a los derechos y 

garantías tutelados en 

la constitución. 

 

El Derecho Penal, no 

cumple a cabalidad con la 

protección de los bienes 

jurídicos de los ciudadanos 

que son víctimas del delito 

de usura 

Encuesta dirigida a los 

operadores de justicia 

y abogados en libre 

ejercicio de la 

profesión de la ciudad 

de Quevedo, con 

temas relacionados a 

la usura. 
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ANEXO 5: CRITERIO DE EXPERTO 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

VALIDACIÓN DEL EL TRABAJO INVESTIGATIVO DEL ñDELITO DE USURA EN 
EL ECUADORò 

 

El autor de este trabajo investigativo, el Dr. Rubén Aguirre López,  hombre 

preocupado como profesional de Derecho,  del ordenamiento jurídico de nuestro 

país, y como tal  ha vivenciado la complejidad del ordenamiento jurídico, y los 

cambios constantes que han sufrido; esta oportunidad ha tenido desde varios  

aristas donde ha ejercido la profesión, como Asesor en diferentes instituciones del 

Estado como son:  el ISSFA, la Comandancia de la Policía Nacional, el Servicio 

Social de la Fuerza Terrestre, y hoy como Director del Registro Mercantil del 

Cantón Quito, donde se ha desempeñado y se desempeña  con especial mística  y 

responsabilidad. 

El doctor Rubén Aguirre López, demuestra en el  presente trabajo investigativo lo 

engorrosa que resulta las leyes por no ser claras, precisas, en determinar un delito, 

como es el caso del delito de Usura en nuestro país, que personas inescrupulosas 

disfrazan sus negocios bajo cualquier institución para cometer este delito. Incluso 

destaca como las leyes favorecen a un determinado grupo (financiero), para que 

bajo la venia de las leyes exploten al más pobre. 

De esta manera, el Dr. Rubén Aguirre López,  no solamente ha sido un defensor 

del derecho en todas sus áreas, sino que además, dentro de este estudio trata de 

poner  en relieve los grandes intereses del Estado  que requieren de bases hondas 

y estables. Trata sin restricciones  como libre pensador  de presentar enmiendas a 

la Constitución en particular al artículo 308 y 309 del COIP, con sólidos 

argumentos, de esta manera rinde pleitesía de admiración y respeto al hombre que 

libremente había abrazado el camino del perfecto sometimiento, su padre el Dr. 

Rubén Aguirre Aguirre. 



 

Al realizar sus estudios de masterado  en Derecho Penal y Justicia Indígena, en la 

prestigiosa Universidad  Regional Autónoma de los Andes,  Institución de 

Educación Superior, que brinda bajo la modalidad de estudios semipresencial, la 

oportunidad a profesionales de continuar con estudios de cuarto nivel,  superando 

barreras de espacio y tiempo. 

 

Trabajo investigativo contiene,  las normas legales nacionales establecidas 

respecto al delito de USURA, en los juzgados de garantías penales del cantón 

Quito, los principios  de inocencia, legalidad, y provisionalidad. Estoy seguro que 

este trabajo investigativo elevará el cambio objetivo y positivo de aptitudes de 

operadores de la justicia en el ámbito penal. El administrador de justicia en este 

campo  no solo debe ser conocedor de normas sino de ser objetivo en aplicarlas en 

pro de salvaguardar los derechos y principios de las normas constitucionales, e 

instrumentos internacionales del debido proceso. 

 

El autor además hace constar con prolijidad los elementos constitutivos del delito, 

tales como imputabilidad, dolo, tipicidad, culpabilidad,  y la naturaleza de la pena.  

Sirviéndose de la doctrina de autores de alto renombre y jurisprudencia dictada por 

nuestra Corte Nacional de Justicia,   complementa el trabajo investigativo. 

 

DR. HENRY OCAÑA MOLINA 

MAT. 6576 C.A.P. 

 

 



 

 

 

 

 

 

ANEXO 6: CRITERIO DE EXPERTO 2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Quito, 10 de enero del 2015 

 

SEÑORES: 

DE LA UNIVERSIDAD REGIONAL AUTÓNOMA DE LOS ANDES (UNIANDES) 

En su Despacho: 

 

Es grato para mí, que ha petición de mi distinguido amigo el Dr. Rubén Aguirre 

López, analizar el presente trabajo investigativo, que sin lugar a dudas constituye 

un aporte de su esfuerzo,  como hombre destacado dentro de la profesión del 

Derecho, ha gozado de grado elevado de estima de los clientes,  y de quienes se  

han beneficiado de sus servicios, como no podría ser de otra manera  su espíritu 

de defensa de los más altos sagrados derechos de la vida que es la libertad y la 

justicia. 

Analizar esta obra investigativa, previa la obtención del título de MAGISTER EN 

DERECHO PENAL Y JUSTICIA INDÍGENA, en la Universidad Regional Autónoma 

de los ANDES ñUNIANDESò, sobre ñEL DELITO DE USURA EN EL ECUADORò. 

Permite realizar un recorrido por la historia del delito de Usura, su naturaleza 

jurídica, características, objetivos y las sanciones respectivas  que conlleva en las 

diferentes legislaciones dentro del estudio comparado con 8 países de América 

Latina y uno Europeo como es España en este último se lo trata no como dese 

1998, no como delito sino  en el fuero civil dentro del Libro de Contratos y Comercio 

en los países  cuya legislación a sido objeto de comparación es tratado como delito 

en el área penal. 

 

La obra que, por oportunidad de la obtención del título de cuarto nivel entrga  al 

público el Dr. Mauricio Aguirre López,  denominada ñEL DELITO DE USURA EN 

EL ECUADORò, aborda temáticas de importancia que casi nada se ha dicho en 

doctrina nacional y evidentemente, es desconocida no solo para los usuarios del 

sistema judicial sino por los propios investigadores y juzgadores que al momento 

de iniciar la causa la confunde con otro delito como es de cosas robadas. 



 

 

Desde la época romana hasta nuestros días, el delito de usura, han sufrido 

confusión, quizá por falta de claridad de las normas procesales, desconocimiento 

de la norma, y la aplicación de la misma, han contribuido a la vulneración del 

principio de inocencia del procesado, perjudicando en aspectos morales y 

económicos. De ahí que el Dr. Rubén  Aguirre López, ha puesto en el tapete  la 

discusión de este tema, formulando una interesante reforma al artículo 308 de la 

Constitución de la República,  y el artículo 309 del COIP. 

 

Más allá  de la exposición doctrinaria, jurisprudencial que comporta esta obra, 

destinada  a la consulta, el Dr. Rubén Aguirre López, se ha propuesto  la tarea de  

la reforma de los artículos 308 de CRE, 309 del COIP. 

 

 

DRA, OXANA ROMAN ZELINSKAIA 

MAT. FORO No. 17-2010-476 . 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 7: JURISPRUDENCIA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

PRESTÁMO USURARIO  

Expediente de Casación 845 

Registro Oficial Suplemento 18 de 08-jul.-2013 

Estado: Vigente 

 

PRESTÁMO USURARIO. Expediente 845, Registro Oficial Suplemento 18, 8 de 

Julio del 2013. 

JUICIO PENAL No. 274-2008, SEGUIDO EN CONTRA DE DOUGLAS FOULK, 

COMO AUTOR DEL DELITO TIPIFICADO Y SANCIONADO EN EL ART. 583 Y 

584 DEL CODIGO PENAL. No. 845-2009 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA SEGUNDA SALA DE LO PENAL 

Quito, 13 de noviembre de 2009.- Las 09h30. 

 VISTOS: Avocamos conocimiento de la presente causa en calidad de Jueces de la 

Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia.- En lo principal, el 

recurrente Douglas Foulk, interpone recurso de casación de la sentencia dictada 

por el Tribunal Segundo de lo Penal de El Oro, que lo declara autor del delito 

tipificado y sancionado en el Art. 583 y 584 del Código Penal, imponiéndole la pena 

de seis meses de prisión correccional. Concluido el trámite y siendo el estado de la 

causa, el de resolver, para hacerlo se considera: PRIMERO: Esta Segunda Sala 

Especializada de lo Penal es competente para conocer y resolver este recurso de 

casación, en virtud del Art. 184 de la Constitución de la República del Ecuador, 

vigente a partir del 20 de octubre de 2008, publicada en el Registro Oficial No. 449; 

por lo dispuesto en los literales a) y b) del numeral 4 de la Sentencia Interpretativa: 

001-08-SI-CC, de fecha 28 de noviembre de 2008, dictada por la Corte 

Constitucional de la República, publicada en el Registro Oficial No. 479, de 2 de 

diciembre de 2008; por el Art. 349 del Código de Procedimiento Penal y por el 

sorteo de 2 de junio de 2008. SEGUNDO: A fojas 6 a 10 del cuadernillo de 

casación, el recurrente Douglas Foulk, realiza un análisis desde su particular punto 

de vista de las actuaciones probatorias practicadas en esta causa y a continuación 



 

fundamenta el recurso de casación expresando en lo principal: que se ha violado y 

se ha dado una errónea interpretación de los Arts. 23 numeral 18 de la constitución 

Política del Ecuador, Art. 24 numerales 7, 13 y 14 Art. 119 del Código Civil, Arts. 

596, 2109 y 2115 inciso 2 Art. 252, 583, 584 del Código Penal, numeral 3 del Art. 

309 del Código de Procedimiento Penal y Art. 142 y 163 del Código de 

Procedimiento Civil. TERCERO: El señor Representante del Ministerio Público, 

contestando .al traslado con la fundamentación 4 el recurso de casación, luego del 

realizar el respectivo análisis de la sentencia impugnada emite su criterio en los 

siguientes términos: "(...t)De lo analizado se obtiene que: las pruebas que pedidas, 

ordenadas, practicadas e incorporadas en la etapa de juicio han, sido valoradas 

como corresponde, las que llevan de manera lógica y natural a establecer, que 

tanto la existencia de la infracción como la responsabilidad del proceso se 

encuentran debidamente comprobadas, pues no se advierte que el juzgador haya 

incurrido en las violaciones que menciona el recurrente, toda vez que se ha dado 

cumplimiento a lo dispuesto por del Art. 304-A del Código de Procedimiento Penal. 

Que señala que la sentencia tiene que ser motivada y que cuando el Tribunal tenga 

la certeza de que se ha comprobado la existencia del delito y de que el procesado 

es responsable dictará sentencia condenatoria, presupuestos que se han cumplido 

en el presente caso, razón por la cual el Tribunal Penal ha considerado a Douglas 

Foulk, como autor, responsable del delito de usura, tipificado en el Art. 583 y 

sancionado por el Art. 584 del Código Penal, imponiéndole la pena de seis meses 

de prisión correccional. Sin embargo de que, de la prueba actuada el acusado es 

reincidente en el delito de usura, en aplicación del Art. 328 del Código Adjetivo 

Penal, por ser el único recurrente no se puede empeorar la situación jurídica del 

acusado (...)". el representante de la Fiscalía finaliza su exposición considerando 

que el recurso de casación presentado por el recurrente debe ser desechado por 

improcedente. CUARTO: El acusado recurrente en la fundamentación de su 

recurso realiza comentarios desde su particular punto de vista a las actuaciones 

probatorias practicadas en la audiencia de juzgamiento, lo cual no es materia del 

recurso de casación, porque no puede ser objeto de este una nueva valoración de 

la prueba sino que solamente el Tribunal de Casación debe verificar objetivamente 

si las fuentes de prueba han sido obtenidas, practicadas y valoradas de 

conformidad con la constitución y la ley, y en caso de encontrar violaciones a los 



 

derechos humanos y a las garantías del debido proceso, corregir los errores de 

derecho cometidos por el juzgador. En el presente caso, todas las pruebas han 

sido constitucionalmente efectuadas en la audiencia de juzgamiento, con 

observancia de los principios que regulan la práctica de la prueba oral, como son 

los principios de inmediación, oralidad, y contradicción y dispositivo de la prueba, 

por lo que es improcedente esta alegación deducida por el recurrente. QUINTO: El 

recurrente también formula contra la sentencia el cargo de que vulnera las reglas 

de la sana crítica, sin indicar en qué forma el Tribunal juzgador ha vulnerado estas 

reglas, por lo que esta alegación se torna en improcedente, ya que no basta 

expresar que se violó la ley o las reglas de la sana crítica sino que el recurrente 

tiene la obligación de fundamentar la alegación describiendo la forma concreta en 

la que se la ha violado, pero en ningún caso expresando enunciados generales de 

la doctrina, como ocurre en el presente caso por lo que se desecha esta alegación 

por impertinente por falta de fundamentación. SEXTO: También alega el 

casacionista que no se ha comprobado la existencia del delito por lo que no existe 

responsabilidad alguna de su parte. Al respecto, la Sala establece que el fallo 

condenatorio se encuentra debidamente motivado en hechos constitucionalmente 

probados en la audiencia de juzgamiento y que al ser valorados por el juzgador 

mediante la aplicación de las reglas de la sana crítica y el principio de la 

concentración de la prueba establecida en el- No. 6 del - Art., 168; del Constitución 

de: la República, como conclusión arriba a la certeza de la existencia del-delito de 

usura objetó del juicio y la responsabilidad penal del acusado como su autor; 

valoración que constituye un proceso psicológico conformado por un conjunto de 

operaciones racionales lógica criticas inductivas, deductivas, de análisis y síntesis, 

que trascurre en el cerebro del juzgador, como consecuencia de la aplicación de 

los principios de inmediación, oralidad y contradicción de la prueba de tal modo que 

él y solamente él puede valorar tanto individualmente como en su conjunto las 

pruebas practicadas constitucionalmente en la audiencia de juzgamiento, por lo que 

cualquier otro Juez que pretenda o de una nueva valoración a las pruebas vulnera 

estas garantías del debido proceso. Por estas consideraciones, ADMINISTRANDO 

JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se 

declara improcedente el recurso de casación interpuesto por el recurrente Douglas 

Foulk. Notifíquese. 



 

 f.) Dr. Luis Abarca Galeas, Juez Nacional, Presidente. f.) Dr. Raúl Rosero Palacios, 

Juez Nacional.  

f.)Dr. Máximo Ortega Ordóñez, Juez Nacional. 

 Certifico: 

 

f.) Dr. Honorato Jara Vicuña, Secretario Relator. 

 CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.- SEGUNDA SALA DE LO PENAL.- Es fiel 

copia de su original.-Quito, 09 de diciembre del 2010; las....- Certifico: f.) Ilegible, el 

Secretario Relator.. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

2.-Expediente de Casación 388 

Registro Oficial Suplemento 132 de 19-feb.-2010 

Estado: Vigente 

 

DELITO DE USURA. Expediente 388, Registro Oficial Suplemento 132, 19 de 

Febrero del 2010. No. 388-2006 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA TERCERA 

SALA PENAL Quito, 6 de marzo del 2008; las 09h00.VISTOS: El acusado Miguel 

Salvador Ramonacho  interpone  recurso de casación contra la sentencia 

pronunciada el 20 de abril del 2006; a las 10h00, por el Tercer Tribunal Penal de 

Pichincha, mediante la cual se le impone la pena modificada de once meses de 

prisión correccional, por considerarlo autor responsable del delito de usura, 

tipificado en el Art. 583 y sancionado en el Art. 585 del Código Penal en 

concordancia con el Art. 73 ibídem. El recurso presentado fue debidamente 

fundamentado por el recurrente, habiéndose corrido traslado con el mismo a la 

señora Ministra Fiscal del Estado, subrogante, quien contestó, de conformidad con 

lo que establece el Art. 355 del Código de Procedimiento Penal. Siendo el estado 

de la causa el de resolver, para hacerlo se considera: 

 

PRIMERO: JURISDICCION Y COMPETENCIA.- Esta Sala Tercera de lo Penal de 

la Corte Suprema de Justicia, tiene potestad jurisdiccional y competencia para 

conocer y resolver el recurso de casación propuesto de conformidad con la ley, en 

virtud de la designación efectuada por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia el 

21 de noviembre del 2006, así como por la designación efectuada por el señor 

Presidente de la Corte Suprema de Justicia mediante oficios Nos. 2470-SP-CSJ y 

2471-SP-CSJ.  

SEGUNDO: VALIDEZ PROCESAL.- Revisado el procedimiento de la presente 

acción, no se advierte vicio u misión de solemnidad sustancia que pudiera acarrear 

su nulidad; por lo que este Tribunal de alzada declara la validez de esta causa 

penal 

TERCERO: ANTECEDENTES PROCESALES.- 1.- En fecha 7 de diciembre del 

2004, la señora Jueza Décimo Octavo de lo Penal de Pichincha, dictó auto de 



 

llamamiento a juicio en contra de Miguel Salvador Romanacho, contra quien se 

determinó presunciones graves, como autor del delito tipificado en el Art. 583 y 

sancionado en el Art. 585 del Código Penal. 2.- El 20 de abril del 2006; a las 10h00, 

el Tercer Tribunal Penal de Pichincha, judicatura en que se radicó la competencia 

del presente juicio, dicta sentencia condenatoria en contra de Miguel Salvador 

Romanacho por considerarlo autor responsable del delito de usura, tipificado en el 

Art. 583 y sancionado en el Art. 585 del Código Penal; en concordancia con el Art. 

73 ibídem, sentencia de la que el reo, interpone recurso de casación.  

 

CUARTO: FUNDAMENTACION DEL RECURSO.- El recurrente sustenta su 

impugnación en los siguientes aspectos: 1.- Que el Tribunal Tercero de lo Penal de 

Pichincha, violó la ley cuando a pesar de haberse comprobado su inocencia, se le 

acusa de un delito inexistente considerando que los contratos constantes del 

expediente se encuentran regulados por el artículo 1821 del Código Civil en 

concordancia con el artículo 1732 (1705 actual) y siguientes del mismo cuerpo de 

leyes, que se refieren al pacto de retroventa. Además alega que el Tribunal Penal, 

interpreta de manera equivocada la ley cuando establece que en los contratos de 

compraventa con pacto de retroventa se estipula intereses; viola la ley cuando hace 

caso omiso de la prueba por él presentada. 2.- Agrega que NADIE PUEDE SER 

JUZGADO DOS VECES POR LA MISMA CAUSA, en razón de que el Juez Décimo 

de lo Penal de Pichincha el 26 de febrero del 2004, dictó auto de 

SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO a su favor, dentro del juicio penal por 

OCULTAMIENTO DE COSAS ROBADAS, que tuvo como antecedente los mismos 

bienes que constan en los contratos de retroventa, las mismas partes contratantes, 

los mismos objetos los mismos sujetos y los mismos hechos y que el presente 

juicio de usura "ES TOTALMENTE NULO DE PLENO DERECHO, POR SER 

POSTERIOR A UNA RESOLUCION FIRME Y EJECUTORIADA SOBRE 

IDENTICO ASUNTO...", sin que aquella resolución haya sido impugnada por nadie 

incluyendo al Fiscal de la causa, por lo que le parece extraño y sorpresivo que el 

mismo Fiscal Sánchez Guillén, haya dispuesto el inicio del presente juicio de usura. 

3.- Expresa por último que el Tribunal Penal, viola la ley cuando la interpreta y 

aplica contrariando la verdad procesal y el derecho, perjudicando con esta 

actuación al recurrente, quien ha sido víctima de persecución policial por varios 



 

años, responsabilizándolo de delitos que jamás cometió; solicitando a la Sala que 

case la sentencia recurrida. 4.- A pesar de que el recurrente al inicio de su escrito, 

fundamenta su recurso de conformidad al artículo 349 del Código de Procedimiento 

Penal, termina manifestando que este recurso lo hace de conformidad a la primera 

causal del Art. 3 de la Ley de Casación, lo que es propio en materia civil y no penal, 

pero que sin embargo, este lapsus, no es obstáculo para la procedencia del recurso 

planteado. 

 QUINTO: DICTAMEN FISCAL.- La señora Ministra Fiscal interviniente, al contestar 

la fundamentación del recurso de casación realizada por el recurrente, manifiesta: 

1.- Que se encuentra comprobada la existencia material de la infracción con los 

actos precisados en el considerando tercero del fallo: a) Con los documentos 

introducidos por las partes en la audiencia de juzgamiento, consistentes en copias 

certificadas de la causa penal No. 306-2003, tramitada en el Juzgado Décimo de lo 

Penal de Pichincha, seguido contra Miguel Salvador Ramonacho por el presunto 

delito de ocultación de cosas robadas, de las que se desprende, aproximadamente, 

trescientos contratos de compra venta con pacto de retroventa; b) Varios 

documentos entregados en su oportunidad ante el Juez Penal y Fiscal que conoció 

la causa por las personas que suscribieron los contratos indicados en el literal 

anterior, en los que se lee "su contrato número de identificación 26/297 ha sido 

renovado 30 días más. La nueva fecha de vencimiento es el día 18-03-2003", 

entregando cada persona varios de estos documentos con fechas y meses 

secuenciales, como el caso de Luz María Bravo Rivas, este documento termina 

con: "cancele o renueve su contrato antes de esa fecha, para evitar que sea 

rematado. Recuerde: para retirar tiene que avisar un día antes ya que por 

seguridad las bodegas se abren solamente una vez al día"; c) Tarjeta con diseño 

de un billete de cien dólares en la que se lee como título "prestamos fáciles, 

informes No. 608157, 099784676, 097846692; televisores VHS, equipos de 

música, otros artefactos, vehículos, hipotecas, bajaron los intereses", que coincide 

con el documento, hoja volante, que introdujo la Fiscalía, que dice: "préstamo 

fáciles, informes 2322482, 2608157, si está ocupado insista, atendemos de lunes a 

domingo las 24 horas, televisores, DVD, equipos de sonido, grabadores y 

filmadores, otros artefactos, vehículos, transferencias de dinero de España a 



 

Ecuador a un costo muy conveniente; visitamos a domicilio y hacemos el transporte 

remato artefactos como nuevos, baratos"; d) Escritura de constitución de la 

compañía "Mantevial", celebrada ante el Notario Noveno del cantón Quito, el 22 de 

agosto de 1994, estableciéndose en el Art. 2: "Objeto Social": es objeto social de la 

compañía la contratación de operaciones de cobro de peajes de carreteras y su 

mantenimiento, utilizando para el efecto los procedimientos, métodos y técnicas del 

más variado, así como todas y cada una de las actividades relacionadas con las 

operaciones vinculadas con estas, como la construcción de carreteras, 

mantenimiento vial, cobro de peajes, encontrándose para ello facultado para 

contratar y subcontratar los trabajos o los servicios que estime menester. Para el 

cumplimiento de su objeto, la compañía podrá dedicarse a la compraventa y 

arrendamiento de inmuebles... Para el cumplimiento cabal de su objeto social, la 

compañía podrá ejecutar cuantos actos, contratos y operaciones civiles o de 

comercio le sean permitidos por la ley y guarden relación con el objeto social, 

pudiendo intervenir como socia y accionista en otras compañías constituidas o a 

constituirse, con un objeto similar o complementario"; e) Nombramiento por cinco 

años del Gerente General y representante legal de la Compañía Mantevial S. A., a 

favor del señor Miguel Salvador Ramonacho, de 14 de abril de 1998 e inscrita en el 

Registro Mercantil el 13 de mayo del mismo año; y, f) Con el testimonio propio del 

señor Pablo Guerrero Torres, Secretario General encargado del Banco Central del 

Ecuador, quien manifestó que, mediante oficio No. SE-404-2004-04-000442 del 27 

de enero del 2004, remitió al señor Fiscal de Pichincha encargado de la causa, 

copia simple de la publicación, que contiene la información estadística mensual, 

(boletín 1823) sobre los intereses vigentes para el período comprendido entre 

enero a septiembre del 2003; señalando además que el Banco Central no es 

órgano de consulta, sino que para el efecto de los intereses de debe hacer uso de 

las publicaciones oficiales, cuya capacidad probatoria es suficiente, por lo que el 

Ministerio Público introduce como prueba el indicado oficio, así como la copia del 

boletín de publicación en el que consta las tasas de interés referenciales nominales 

en dólares, siendo en promedio para el 2003 la activa el 14%, la legal del 12% y la 

máxima convencional del 18% anual. 2.- Respecto de la responsabilidad penal, el 

Tribunal, en el considerando cuarto dice: esta se halla comprobada conforme a 

derecho con las siguientes pruebas: a) El testimonio del Sgto. de Policía Alfredo 



 

Vinicio Aguirre Sotalinga, quien manifestó que participó en el allanamiento 

ordenado por el Juez de turno, al domicilio del señor Miguel Salvador Ramonacho, 

inmueble que tenía tres pisos con varias habitaciones, en cada una de las cuales 

existían muchos electrodomésticos, como equipos de sonido, televisores, 

refrigeradoras, que el acusado no pudo justificar su procedencia, diciéndole que le 

habían dejado de prenda a cambio de préstamos en dinero, por lo que han 

incautado todos estos bienes y llevado a las bodegas de la Policía Judicial, que los 

empleados del acusado eran quienes le ayudaban a comprar y vender artefactos; 

b) Con el testimonio propio de la señora Luz María Bravo Rivas, quien manifestó 

que por medio de la prensa se enteró que el señor Miguel Salvador le podía ayudar 

económicamente, ya que necesitaba dinero, que una amiga suya también le había 

contado que el acusado prestaba dinero con intereses al chulco, que llamó a los 

teléfonos que constaban en la publicación, que le indicaron que lleve los 

electrodomésticos hasta el domicilio del acusado, que llevó dos televisores de 29" y 

14", un VHS, un equipo de sonido, y un maletín que contenía un equipo de alta 

frecuencia para faciales, que esos artefactos habían sido avaluadas en 860 

dólares, entregándole la cantidad de USD 774,00, que debía pagar mes a mes la 

cantidad de 86 dólares, esto es el 10% caso contrario esos bienes lo rematarían, 

que le dijo que en ese 10% mensual estaba incluido el pago de un seguro, pero 

que nunca le entregó 2documento alguno al respecto, que pagó los intereses del 

10% por seis meses; que los documentos sobre la propiedad de esos artefactos, 

así como unos papeles que mes a mes les entregaba y que decían que está 

renovado un mes más el préstamo, los ha entregado al Juzgado Décimo de lo 

Penal de Pichincha, en el juicio que le estaban siguiendo al señor Salvador 

Ramonacho, por ocultación de cosas robadas, por lo que entrega al Tribunal copias 

de los mismos, que ella firmó unos papeles en el que se leía contrato de 

compraventa, pero que fue el acusado quien le hizo firmar ya que decía que ponía 

las condiciones, que como necesitaba el dinero los había firmado, pero que ella 

nunca vendió sus electrodomésticos, que firmó esos contratos engañaba ya que el 

acusado decía que era una prenda por el préstamo que le hacían por la apremiante 

necesidad de dinero que tenía, tuvo que entregar sus bienes y firmar los 

documentos, que inclusive dos meses después de que la policía había entrado al 

mando del acusado y se habían llevado todos los artefactos de ella, seguía 



 

cobrándole los intereses, conforme lo demuestra con los recibos que en copias 

entrega; c) Con el testimonio propio de Jeason Eduardo Núñez Boada, quien dice 

que había visto un anuncio en el Comercio de que prestaban dinero, por lo que 

llamó al teléfono, acudiendo al domicilio del acusado, atendiéndole un empleado y 

le avaluó su DVD, en 60 dólares de los que le había descontado el 10% y recibió 

54 dólares, que el interés pagó por un mes, que luego acudió a la casa del señor 

Ramonacho, por varias ocasiones con la intención de que le devuelva su artefacto, 

que en una ocasión le pidió los documentos del equipo para hacer el trámite de 

devolución en la Policía Judicial, pero que no le entregó por los problemas 

surgidos, que no ha leído el papel que le ha hecho firmar al entregar su artefacto, 

que solamente le hicieron firmar para seguridad y constancia del pago del 

préstamo. 3.- Por su parte el acusado Miguel Salvador Ramonacho, en la etapa del 

juicio, al rendir su testimonio indica ser inocente del delito de usura, que es Gerente 

General y representante legal de la Compañía Mantevial S. A., que se dedica a la 

compra de bienes muebles con pacto de retroventa, que este contrato lo llenan y 

suscriben, con puño y letra los vendedores, que la actividad de la compañía es 

comercial mas no de préstamos con o sin garantía prendaría, que las oficinas 

funcionan en la planta baja de su domicilio, que ha realizado alrededor de cinco mil 

transacciones de este tipo. Al hacer el Tribunal uso del derecho de preguntar al 

acusado, la manera de captar Mantevial a sus clientes vendedores, el acusado se 

acoge al derecho del silencio; además, por medio de su defensor incorporó al 

proceso prueba de conducta y honorabilidad observada antes y después del 

cometimiento de la presente infracción, sin aportar prueba idónea de descargo en 

el desarrollo de la audiencia, documentos que según criterio del Tribunal soberano 

en la apreciación de la prueba, determina que son insuficientes para desvirtuar su 

responsabilidad, pero si para aceptarlos como atenuantes modificatorias de la 

pena. 4.- Del contenido de la sentencia no se advierte que en la etapa del juicio se 

haya violentado normas legales, pues conforme lo anotado, se halla establecido 

dentro de la misma, que el acusado no ha aportado prueba idónea para 

desvanecer su nexo causal con la infracción penal. El Tercer Tribunal Penal de 

Pichincha, con la facultad que le concede los Arts. 86, 87 y 305 del Código de 

Procedimiento Penal, normas procedimentales que tienen relación con el ordinal 

segundo del Art, 309 del cuerpo legal citado que señala que las pruebas 



 

individuales y en su conjunto deben ser evaluadas de acuerdo con las reglas de la 

sana crítica, reglas que si bien no están contenidas en ningún código, deben ser 

entendidas como el raciocinio que se aplican a base de la inteligencia, de la 

experiencia y de la lógica jurídica, llega a la certeza de que el sentenciado Miguel 

Salvador Ramonacho, es autor responsable del delito de usura, previsto en el Art. 

583 y sancionado el Art. 585 del Código Penal, razón por la cual solicita a la Sala 

rechazar el recurso interpuesto por improcedente y devolver el proceso al inferior 

para que ejecute la sentencia.  

SEXTO: CONSIDERACIONES DE LA SALA:- 1.- La casación penal es un medio 

extraordinario de impugnación, contra sentencias en las que se hubiere violado la 

ley, ya por contravenir expresamente su texto, ya por haberse hecho una falsa 

aplicación de ella, ya en fin, por haberla interpretado erróneamente o como señala 

Fabio Calderón Botero en su obra "Casación y Revisión en Materia Penal" que el 

recurso de casación "es un juicio técnico jurídico, de puro derecho sobre la 

legalidad de la sentencia (errores in iudicando) o sobre el proceso en su totalidad o 

en diversos sectores del mismo (errores in procedendo); de allí que la casación, 

como un juicio sobre la sentencia que es, no puede entenderse como una instancia 

adicional, ni como potestad ilimitada para revisar el proceso en su totalidad, en sus 

diversos aspectos fácticos normativos, sino como una fase extraordinaria, limitada 

y excepcional del mismo"; 2.- Sin embargo de lo expresado, es una obligación 

jurídica del juzgador, revisar los errores de derechos que pudieren existir en la 

sentencia impugnada, especialmente en los que se ha sustentado el recurrente En 

lo principal, MIGUEL SALVADOR RAMONACHO, expresa que este juicio de usura 

es idéntico al que se tramitó en el Juzgado Décimo de lo Penal de Pichincha, por 

existir identidad de causa, de objetos y de personas y en el que obtuvo 

SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO, haciendo referencia a la norma constitucional y 

legal de que NADIE PUEDE SER JUZGADO DOS VECES POR EL MISMO 

DELITO. De igual manera manifiesta que a este proceso se encuentra agregado el 

anterior y cuyos recaudos han servido para su sustentación. En este sentido, la 

Sala puede advertir los siguientes hechos: a) Que en efecto, este proceso penal, 

tiene como antecedente el parte de aprehensión suscrito por el Capitán de Policía 

Henry Paredes, así como el listado de evidencias obtenidas como consecuencia 



 

del allanamiento realizado el 1ro. de agosto del 2003, en el domicilio del imputado, 

lo que dio origen al juicio; el Dr. Manuel Sánchez Guillén, Fiscal del Distrito de 

Pichincha, en fecha 6 de agosto del 2003, dio inicio a la instrucción fiscal por 

"ocultamiento de cosas robadas" y en el que, el Juez Décimo de lo Penal de 

Pichincha, en fecha 26 de febrero del 2004, dictó auto de sobreseimiento definitivo 

del proceso y del imputado; b) En este caso, el mismo Fiscal, en fecha 28 de 

noviembre del 2003 y tomado como fundamento los mismos antecedentes, da 

inicio a otra instrucción fiscal en contra de Miguel Ramonacho Salvador, por el 

delito de usura y en el que, conforme ha determinado la señora Ministra Fiscal en 

su dictamen, se ha demostrado no solamente la materialidad de la infracción, sino 

también la responsabilidad del imputado; c) Si bien es cierto que el contrato de 

compraventa, con pacto de retroventa, es de naturaleza civil, de la amplia prueba 

testimonial se puede colegir, sin duda alguna, que aquel instrumento jurídico servía 

para ocultar prestamos de dinero con intereses superiores al 10% mensual, y por lo 

tanto, por sobre la tasa fijada por el Banco Central del Ecuador, lo que constituye 

usura. La disposición transitoria novena de la Ley para la Transformación 

Económica del Ecuador, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 34 del 

13 de marzo del 2000, dice: "A partir de la vigencia de la presente Ley, la tasa legal 

a que se refiere el artículo 583 del Código Penal, será fijada periódica y 

obligatoriamente por el Directorio del Banco Central del Ecuador, para tal efecto se 

tomará en cuenta la tasa LIBOR más el riesgo país técnicamente calificado por 

organismos técnicos especializados y oficialmente reconocidos por el Banco 

Central del Ecuador, más un margen adicional que no podrá exceder de cuatro 

puntos...". La tasa máxima legal para el año 2003, que consta en el boletín 1823 

entregada por el Banco Central del Ecuador, en fecha 27 de enero del 2004, 

establece una tasa activa del 14%, 12% legal y 18% convencional, todas aplicables 

en un año. 3.- De lo expresado, se puede establecer que el primer juicio es por el 

supuesto delito de "ocultamiento de cosas robadas"; y, este caso, por el presunto 

delito de "usura", ambos juicios iniciados mediante instrucción fiscal dictada por el 

Dr. Manuel Sánchez Guillén, Fiscal del Distrito de Pichincha en evidente error del 

referido funcionario, al considerarlos delitos autónomos, pues los objetos 

incautados, no eran otra cosa que el objeto material del supuesto delito de usura y 

en este caso, no cabía iniciar el primer proceso penal, tanto es así que, en aquel 



 

proceso se dictó el sobreseimiento definitivo del proceso y del imputado, tomando 

como base el dictamen abstentivo dictado por el referido Fiscal, en el que se hace 

constar que los bienes incautados, no son producto de ningún robo, sino los que 

constan en el contrato de compraventa y que, por lo tanto, deben ser devueltos al 

imputado, para que pueda cumplir con el pacto de retroventa. Aquel error judicial, 

sin lugar a dudas, además de causar un evidente daño moral al imputado, es uno 

más de los tantos procesos judiciales, iniciados sin fundamento alguno y que están 

caotizando la administración de justicia. De lo expresado, la Sala establece que 

contra el ciudadano Miguel Ramonacho Salvador, se han incoado dos juicios 

penales, con diversa tipicidad; el primero, sin fundamentación legal alguna y que 

debía subsumirse en éste; y el segundo, en el que, como se ha dicho, se ha 

comprobado su perpetración delictiva y la responsabilidad penal del imputado. 4.- 

La Sala observa que el imputado, desde el año 2001 ha sido objeto de varios 

allanamientos a su domicilio e incautación de los bienes prendarios, siendo que, en 

todos los casos se ha ordenado la devolución de los bienes al constatar que son 

objetos lícitos obtenidos como consecuencia del contrato de compraventa con 

cláusula de retroventa; pues, el ilícito, como se evidencia en el presente caso, 

constituye el cobro de intereses de usura, existiendo sobre estos hechos una 

denuncia tanto en la Fiscalía General del Estado, cuanto en la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, organismos que tienen que pronunciarse 

conforme a derecho, sobre los reclamos pormenorizados que hace el imputado. 

 SEPTIMO: RESOLUCION.- Por las consideraciones expuestas, la Tercera Sala 

Especializada de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, ADMINISTRANDO 

JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, de 

conformidad con el Art. 358 del Código de Procedimiento Penal y acogiendo el 

dictamen fiscal, rechaza por improcedente el recurso de casación interpuesto por 

MIGUEL SALVADOR RAMONACHO y ordena devolver el proceso al inferior para 

que ejecute la sentencia. Notifíquese y publíquese. 

 Fdo.) Dres. Hernán Ulloa Parada, Magistrado, Raúl Rosero Palacios y Luis 

Moyano Alarcón, Magistrados Conjueces. 

Certifico. 



 

 f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

TERCERA SALA PENAL 

Quito, 3 de abril del 2008; las 09h00. 

 VISTOS: Atendiendo la solicitud de aclaración y ampliación de la sentencia dictada 

el 6 de marzo del 2008 formulada por Miguel Salvador Ramonacho, se observa: 1.- 

El Art. 282 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al caso, dice: "La aclaración 

tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la ampliación, cuando no se hubiere 

resuelto alguno de los puntos controvertidos, o se hubiere omitido decidir sobre 

frutos, intereses o costas".- 2.- En efecto, en donde dice bienes prendarios debía 

haberse indicando que son bienes vendidos con cláusula de retroventa, concepto 

diferente a la naturaleza jurídica de bienes prendarios, aclarándose en este sentido 

la petición planteada.- Por otra parte, agréguese al proceso el escrito presentado 

por Miguel Salvador Ramonacho y proveyendo el mismo, por Secretaría 

confiéranse las copias certificadas de las piezas procesales que solicita.- 

Notifíquese y devuélvase sin dilación alguna. 

 Fdo.) Dres. Hernán Ulloa Parada, Magistrado, Raúl Rosero Palacios y Luis 

Moyano Alarcón, Magistrados Conjueces. 

f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator. 

 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

TERCERA SALA PENAL 

Quito, 16 de abril del 2008; las 09h00. 

 VISTOS: Agréguese al proceso el escrito presentado por Miguel Salvador 

Ramonacho. Atendiendo la solicitud de nulidad y casación de la sentencia dictada 

el 6 de marzo del 2008 que formula, se observa lo siguiente: 1.- La petición en 

referencia dado el estado procesal de la causa carece del más elemental 

fundamento jurídico y por los mismo inobserva normas penales básicas de carácter 



 

procedimental, lo que evidencia, sin lugar a dudas, que su propósito ha sido el de 

entorpecer el curso normal del proceso por lo que de conformidad con el Art. 293 

del Código de Procedimiento Civil, aplicable al caso, se multa al abogado 

patrocinante con la suma de veinte dólares (20,00). Para tal efecto, ofíciese al 

Colegio de Abogados de Pichincha y al Ministerio de Economía.- Téngase en 

cuenta el casillero judicial No. 3273 designado para recibir futuras notificaciones, la 

autorización que confiere al Dr. Cristian Zambrano Ruilova y hágase saber a la Dra. 

Jhoanna Pullas que ha sido sustituida en la defensa. Notifíquese y devuélvase de 

inmediato. 

 Fdo.) Dres. Hernán Ulloa Parada, Magistrados, Raúl Rosero Palacios y Luis 

Moyano Alarcón, Magistrados Conjueces. 

 Certifico. 

 f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator. 

 Certifico que las ocho (8) fotocopias que anteceden son iguales a su original. 

 Quito, 1 de julio del 2008. 

 f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.. 

De la Jurisprudencia existente, de lo cual me he permitido transcribir dos fallos en 

recurso de casación, se demuestra que la Usura es el cobro de un interés mayor 

que el permitido por la ley, e incluso de recibir dinero sin que s epoda demostrar de 

donde se lo tiene y cuando el mismo es prestado bajo cualquier figura cobrando  un 

interés superior al permitido por la ley 

 

 



 

 

 

 

 

 

ANEXO 8: ENCUESTAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

ENCUESTA DIRIGIDA A LOS JUECES DE GARANTÍAS PENALES DE QUITO 

1.-  ¿Nuestra legislación penal, sanciona a quien incurre en el delito de 

usura con penas drásticas? 

SI     NO 

 

2.-  ¿Las penas determinadas en el artículo 583 y siguientes del Código 

Penal, guardan relación alguna con el daño generado en la victima por el 

delito de usura l? 

SI     NO 

 

3.-  ¿Cree usted que sea procedente proponer una reforma que sancione 

con mayor severidad a quien incurra en este tipo de conducta delictiva? 

SI     NO 

 

4.-  ¿Cree usted que con las reformas que se implemente en el Código 

Penal, en torno al delito de la usura minimizara este tipo de conductas 

delictivas? 

SI     NO 

 

5.-  ¿Existen en esta judicatura procesos que se hayan sustanciado por el 

delito de usura? 

 

SI     NO 

 



 

ENCUESTA DIRIGIDA A ABOGADOS EL LIBRE EJERCICIO 

1.-  ¿Usted cree que la administración de justicia, ve limitado su accionar 

por la falta de normativas legales poco eficaces que permitan sancionar 

conductas como la usura? 

SI     NO 

 

2.-  ¿Cree usted que las penas determinadas en nuestro Código Penal 

vigente, sancionan de manera ejemplarizadora este tipo de conductas 

usureras? 

SI     NO 

 

3.-  ¿Cree usted pertinente que nuestra Norma Sustantiva Penal, requiere 

de una reforma urgente que sancione drásticamente este tipo de conductas 

usureras? 

SI     NO 

 

4.-  ¿De los casos que usted conoce las personas acusadas de usura son 

ecuatorianas, colombianas o de otra nacionalidad? 

Ecuatoriana        

Colombiana 

Desconoce 

5.-  ¿Cree usted que el delito de usura deriva en otras conductas delictivas 

como el sicariato? 

SI     NO 


